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I. INTRODUCCION

A. Antecedentes generales

1. La Asamblea General, en su decimoséptimo período extraordinario de
sesiones, aprobó la Declaración Política y el Programa Mundial de Acción sobre
la cooperación internacional contra la producción, la oferta, la demanda, el
tráfico y la distribución ilícitos de estupefacientes y sustancias sicotrópicas
(resolución S-17/2 de la Asamblea General, de 23 de febrero de 1990, anexo).
El Programa Mundial de Acción contiene una lista completa de medidas y
actividades que han de llevar a cabo los Estados y los organismos de las
Naciones Unidas, colectiva y simultáneamente, en la lucha contra todos los
aspectos del uso indebido y el tráfico ilícito de drogas. El Decenio de las
Naciones Unidas contra el Uso Indebido de Drogas, proclamado en la Declaración
Política para el período comprendido entre los años 1991 y 2000, deberá
dedicarse a poner en práctica medidas nacionales, regionales e internacionales
eficaces y sostenidas encaminadas a promover la ejecución del Programa Mundial
de Acción (véase la Declaración Política, párr. 29). El Plan amplio y
multidisciplinario de actividades futuras en materia de fiscalización del uso
indebido de drogas 1, aprobado en 1987 en la Conferencia Internacional sobre el
Uso Indebido y el Tráfico Ilícito de Drogas, debería utilizarse como base para
elaborar y poner en práctica, a escala nacional, regional e internacional, y en
la mayor medida posible, estrategias equilibradas que deberían incluir, en
particular, los aspectos concretos descritos en las secciones sustantivas del
Programa Mundial de Acción (véase el Programa Mundial de Acción, párr. 8).

2. En el párrafo 97 del Programa Mundial de Acción se declara que la Comisión
de Estupefacientes y los órganos de las Naciones Unidas que se ocupan de la
lucha contra las drogas deberán vigilar continuamente los progresos logrados en
la aplicación del Programa Mundial de Acción, y que el Secretario General deberá
informar anualmente a la Asamblea General de todas las actividades relacionadas
con el Programa Mundial de Acción y de los esfuerzos de los gobiernos al
respecto.

3. En el párrafo 93 del Programa Mundial de Acción se menciona la necesidad de
examinar y evaluar la estructura de las Naciones Unidas en materia de
fiscalización del uso indebido de drogas a fin de determinar otras estructuras
posibles con miras a promover su eficacia. En su resolución 45/179, de 21 de
diciembre de 1990, la Asamblea General pidió al Secretario General que
estableciera un programa único de lucha contra las drogas, que se denominaría
Programa de las Naciones Unidas para la Fiscalización Internacional de Drogas y
que integrara por completo en él las estructuras y funciones de la División de
Estupefacientes de la Secretaría, la secretaría de la Junta Internacional de
Fiscalización de Estupefacientes (JIFE) y el Fondo de las Naciones Unidas para
la Fiscalización del Uso Indebido de Drogas. En su resolución 46/104, de 16 de
diciembre de 1991, la Asamblea acogió con beneplácito la creación del Programa.

4. La Asamblea General, en su resolución 46/102, de 16 de diciembre de 1991
titulada "Aplicación del Programa Mundial de Acción contra la producción, la
oferta, la demanda, el tráfico y la distribución ilícitos de estupefacientes y
sustancias sicotrópicas", reforzó las disposiciones de su resolución 45/148, de
18 de diciembre de 1990, que tenía el mismo título. En ambas resoluciones, la
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Asamblea General exhortaba a los Estados a que tomasen todas las medidas
posibles para promover y aplicar los mandatos y las recomendaciones contenidos
en el Programa Mundial de Acción, y pedía a la Comisión y al Programa de las
Naciones Unidas para la Fiscalización Internacional de Drogas que promoviesen y
supervisasen continuamente la aplicación del Programa Mundial de Acción.
Asimismo, en esas resoluciones, la Asamblea pedía al Secretario General que le
presentase anualmente un informe sobre todas las actividades relacionadas con el
Programa Mundial de Acción, incluidas las de los gobiernos.

5. La Asamblea General, teniendo presente el compromiso expresado por los
Estados Miembros en la Declaración Política de examinar continuamente las
actividades establecidas en la Declaración y en el Programa Mundial de Acción,
aprobó su resolución 47/99, de 16 de diciembre de 1992, titulada "Examen de la
situación de la cooperación internacional contra la producción, la venta, la
demanda, el tráfico y la distribución ilícitos de estupefacientes y sustancias
sicotrópicas".

6. En el párrafo 1 de dicha resolución, la Asamblea decidió celebrar, en su
cuadragésimo octavo período de sesiones, cuatro sesiones plenarias de alto nivel
a fin de examinar urgentemente la situación de la cooperación internacional
contra la producción, la venta, la demanda, el tráfico y la distribución
ilícitos de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, con miras a:

a) Evaluar la aplicación del Programa Mundial de Acción por los Estados
Miembros y formular recomendaciones para aumentar la cooperación en la
fiscalización del uso indebido de drogas, teniendo en cuenta la prioridad que la
comunidad internacional asigna a esa cuestión;

b) Determinar las políticas en las que no se hubieran logrado progresos
satisfactorios a fin de incrementar y ampliar la eficacia de esa cooperación,
establecer objetivos mensurables y renovar los compromisos pertinentes.

7. En los incisos c) a g) del párrafo 1 de la misma resolución, la Asamblea
detalló los principales temas que debían examinarse en las sesiones plenarias de
alto nivel. Entre esos temas figuraban la promoción de la ratificación
universal de los tratados internacionales de fiscalización de drogas o la
adhesión a ellos, en particular la Convención de las Naciones Unidas sobre el
Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas de 1988 2; el
fomento de la adopción y la aplicación de las medidas legislativas y
administrativas necesarias para garantizar la compatibilidad de los sistemas
judiciales regionales con el espíritu y el sentido de los tratados; la promoción
de la búsqueda de medidas de liberalización del comercio que mejoren las
oportunidades comerciales de todos los países afectados por la producción
ilícita de estupefacientes y sustancias sicotrópicas; el estudio de los medios
de reforzar y mejorar la cooperación internacional en materia de programas de
desarrollo rural sustitutivo, y el fortalecimiento de la cooperación
internacional con vistas a erradicar los crecientes vínculos entre los grupos
terroristas y los traficantes de drogas.

8. En el párrafo 3 de su resolución 47/99, la Asamblea General pidió al
Secretario General que en el 36º período de sesiones de la Comisión le
presentase un informe de evaluación en el que figurasen recomendaciones sobre
las medidas que habría que adoptar en relación con la cuestión a que se refería
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el párrafo 1 de dicha resolución. En el párrafo 4 de la misma resolución, la
Asamblea General pidió a la Comisión que, por conducto del Consejo Económico y
Social, le presentase en sus sesiones plenarias de alto nivel sus observaciones
sobre el informe del Secretario General.

9. A petición de la Asamblea General, se preparó un informe para someterlo a
la consideración de la Comisión de Estupefacientes. Era un proyecto preliminar
del actual informe más detallado y actualizado. En el actual informe se ha
tomado en cuenta la información enviada por 29 gobiernos, recibida después de
haberse concluido el informe provisional en respuesta a una nota verbal de fecha
18 de diciembre de 1992 del Secretario General*, así como la información
reunida de fuentes especializadas durante el debate del tema en la Comisión.
Como se explica más tarde, las opiniones, preocupaciones y recomendaciones de la
Comisión también se han reflejado debidamente.

B. Estructura del informe

10. El presente informe se ha estructurado por temas, siguiendo el esquema del
Programa Mundial de Acción. Cada capítulo o sección corresponde a uno de los
temas examinados en el Programa Mundial de Acción bajo un epígrafe separado.
Los temas a que se hace referencia en los incisos c) a f) del párrafo 1 de la
resolución 47/99 de la Asamblea General se incluyen en estos capítulos. Otro
capítulo se ocupa de las actividades realizadas en el marco del Decenio de las
Naciones Unidas contra el Uso Indebido de Drogas. A una breve exposición de los
problemas abordados y de los objetivos fijados en cada esfera de acción sigue
una descripción de los enfoques o las políticas adoptados por los Estados
individualmente, en cooperación con otros Estados a nivel bilateral, regional e
internacional, y con asistencia externa de otros Estados y organizaciones
internacionales. Se ha tratado de determinar las dificultades de aplicación con
que tropezaron los Estados, de registrar los resultados positivos conseguidos y
de indicar las deficiencias, así como las esferas en que todavía no se han
logrado progresos satisfactorios. De las respuestas recibidas de los gobiernos
con miras a aclarar posibles líneas de actuación se ha resumido una serie de
ejemplos concretos de programas aplicados y medidas adoptadas a nivel nacional
que figuran en las notas de pie de página de los párrafos pertinentes del
informe. También se han incluido recomendaciones para mejorar las actividades
de los Estados y la cooperación internacional. Para facilitar su consulta
figuran juntas en el capítulo II, haciendo referencia a los párrafos pertinentes
de los capítulos siguientes.

11. Al leer el presente informe, debe tenerse presente que, dada la gran
variedad de temas incluidos en el Programa Mundial de Acción, muchos de ellos,
por estar interrelacionados en cuanto a su contenido y aplicación, se superponen
hasta cierto punto. Así, en muchos casos, ha habido que decidir el lugar en que
resultaba más informativo reflejar las diversas actividades llevadas a cabo.

* Se han recibido respuestas de los Estados siguientes: Alemania,
Austria, Bahrein, Belarús, Bolivia, China, Dinamarca, Ecuador, España,
Finlandia, Francia, Grecia, Israel, Japón, Líbano, Luxemburgo, México, Myanmar,
Noruega, Omán, Países Bajos, Pakistán, Perú, Polonia, Portugal, Reino Unido de
Gran Bretaña e Irlanda del Norte, República de Corea, Suecia y Yugoslavia.

/...



A/48/286
Español
Página 6

A fin de evitar repeticiones innecesarias, es posible que algunas medidas
previstas en una sección determinada del Programa Mundial de Acción se examinen
en una sección distinta del informe. De conformidad con la resolución 47/99 de
la Asamblea General, se ha hecho hincapié en las medidas adoptadas por los
Estados para aplicar las disposiciones del Programa Mundial de Acción. Las
actividades del sistema de las Naciones Unidas en materia de fiscalización del
uso indebido de drogas se incluyen en el Plan de Acción para todo el sistema de
las Naciones Unidas sobre fiscalización del uso indebido de drogas (véanse los
documentos E/1990/39 y Corr. 1 y 2 y Add.1 y A/48/178).

C. Actividades de la Comisión de Estupefacientes

12. La Comisión de Estupefacientes, en su 36º período de sesiones, celebrado en
Viena del 29 de marzo al 7 de abril de 1993, examinó un informe provisional del
Secretario General sobre la aplicación por los Estados Miembros del Programa
Mundial de Acción (E/CN.7/1993/7) durante el examen de su tema del programa
relativo a la vigilancia de la aplicación del Programa Mundial de Acción. Como
resultado de su debate, la Comisión aprobó la resolución 7(XXXVI), de 7 de abril
de 1993, titulada "Situación de la cooperación internacional contra la
producción, la venta, la demanda, el tráfico y la distribución ilícitos de
estupefacientes y sustancias sicotrópicas".

13. En su resolución 7(XXXVI), la Comisión tomó nota del informe provisional
del Secretario General y pidió que las observaciones hechas por la Comisión de
Estupefacientes se reflejaran debidamente en su informe final. Afirmó que las
recomendaciones contenidas en el informe incorporaban los "elementos esenciales
sobre cooperación internacional que debieran proporcionar un marco apropiado
para el debate durante las cuatro sesiones de alto nivel" de la Asamblea
General. A ese respecto, la Comisión recomendó a la Asamblea General que
durante dichas sesiones plenarias de alto nivel, además de los objetivos
expuestos en el párrafo 1 de la resolución 47/99 de la Asamblea, se prestara
atención particular a lo siguiente:

"a) Las recomendaciones que figuran en el informe final del
Secretario General sobre la aplicación del Programa Mundial de Acción por
los Estados Miembros;

b) El examen de la aplicación del Plan de Acción para todo el
sistema de las Naciones Unidas sobre fiscalización del uso indebido de
drogas;

c) El fortalecimiento de la coordinación entre los temas
prioritarios regionales e internacionales;

d) La reducción de la demanda de drogas, incluida la prevención y la
reducción del uso indebido de drogas, y el tratamiento, la rehabilitación y
la integración social de los toxicómanos;
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e) La eficacia de los esfuerzos internacionales encaminados a
erradicar los cultivos ilícitos;

f) La función directiva y coordinadora del Programa de las Naciones
Unidas para la Fiscalización Internacional de Drogas."

14. Al examinar otros temas de su programa, la Comisión aprobó una serie de
resoluciones que se refieren particularmente al Programa Mundial de Acción o que
tienen que ver con los temas que la Asamblea General examinará en sus sesiones
plenarias de alto nivel. Tales resoluciones tratan en particular de lo
siguiente: reducción de la demanda (proyecto de resolución I); tratamiento y
rehabilitación de toxicómanos que cumplen condenas por infracciones penales
(resolución 4(XXXVI)); estado de la cooperación internacional contra la
producción, la venta, la demanda, el tráfico y la distribución ilícitos de
estupefacientes y sustancias sicotrópicas (resolución 7(XXXVI)) y para asegurar
su fiscalización efectiva (proyecto de resolución V); prevención de los daños
ecológicos ocasionados por los cultivos ilícitos (resolución 6(XXXVI)); demanda
y oferta de opiáceos para las necesidades médicas y científicas (proyecto de
resolución III); medidas para impedir la desviación de sustancias sicotrópicas
(proyecto de resolución IV) y aplicación de medidas para prevenir la desviación
de precursores y productores químicos esenciales hacia la fabricación ilícita
de drogas (proyecto de resolución VI); medidas coordinadas contra el blanqueo
de capitales y confiscación de productos derivados del tráfico ilícito de
drogas (resoluciones 1(XXXVI) y 5(XXXVI)); cooperación marítima para promover
la aplicación del artículo 17, relativo al tráfico ilícito por mar
(resolución 3(XXXVI)) y el uso de memorandos de entendimiento a fin de facilitar
la cooperación entre autoridades aduaneras y la comunidad comercial
internacional, incluso transportistas comerciales (proyecto de resolución VII);
cooperación jurídica para facilitar la asistencia jurídica recíproca
(resolución 8(XXXVI)), y la relación entre el tráfico ilícito de armas y
explosivos y el tráfico ilícito de drogas (resolución 9(XXXVI)). Las opiniones,
preocupaciones y posiciones de la Comisión expresadas en dichas resoluciones se
han tenido en cuenta al revisar la formulación de las recomendaciones ya
contenidas en el informe provisional y al complementar o ampliar tales
recomendaciones.

II. RECOMENDACIONES

15. Se señalan a la atención de la Asamblea General las siguientes
recomendaciones:

A. Prevención y reducción del uso indebido de drogas con miras a eliminar la
demanda ilícita de estupefacientes y sustancias sicotrópicas (véanse los
párrafos 16 a 26)

a) Los Estados deberían reafirmar la prioridad mayor asignada a la
prevención y reducción del uso indebido de drogas en el Programa Mundial de
Acción con miras a eliminar la demanda ilícita de estupefacientes y sustancias
sicotrópicas a nivel nacional e internacional. Dichos Estados deberían adoptar
y aplicar programas apropiados y asignar recursos suficientes para lograr tal
objetivo;
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b) Los Estados deberían establecer, a nivel nacional y en coordinación
con el Sistema Internacional de evaluación del uso indebido de drogas, sistemas
para evaluar la naturaleza y el alcance del uso indebido de drogas. En caso de
necesidad, debería pedirse ayuda y asesoramiento técnico al Programa de las
Naciones Unidas para la Fiscalización Internacional de Drogas;

c) Los Estados deberían promover la movilización del apoyo público y la
participación de la comunidad en las actividades relacionadas con el Programa
Mundial de Acción, estableciendo a tal efecto comités de coordinación de las
actividades nacionales para combatir el tráfico y el uso indebido de drogas;

d) Los Estados deberían tratar de comprometer a las organizaciones
voluntarias y no gubernamentales, incluidas aquellas que se ocupan de la salud,
la educación, el cumplimiento de las leyes y el trabajo de la comunidad, en el
desarrollo y la aplicación de estrategias de reducción de la demanda
específicamente dirigidas y culturalmente adecuadas;

e) Los Estados deberían promover la cooperación a nivel nacional,
subregional, regional e internacional para facilitar una mejor coordinación, a
nivel de política y de operaciones, del personal que se ocupa de la reducción de
la demanda y de la oferta;

f) Los Estados deberían seguir desarrollando programas de educación en
sus sistemas escolares y por conducto de las organizaciones juveniles para poner
en conocimiento de los jóvenes el peligro del uso indebido de drogas e
inducirlos a que adopten un estilo de vida saludable y sin drogas;

g) Los Estados deberían apuntar a que los programas de capacitación de
profesionales en la esfera de la salud y la enseñanza incluyan una capacitación
adecuada en relación con el uso indebido de drogas;

h) Los Estados deberían intentar analizar las causas subyacentes de la
demanda ilícita de estupefacientes y sustancias sicotrópicas;

i) Los Estados deberían cumplir con los requisitos en materia de
presentación de informes del párrafo 15 del Programa Mundial de Acción ampliados
en la resolución 1991/45 del Consejo Económico Social;

B. Tratamiento, rehabilitación y reinserción social de los drogadictos (veánse
los párrafos 27 a 33)

a) Los Estados deberían invertir más recursos en programas de tratamiento
y en el suministro de instalaciones adecuadas, con ayuda internacional de ser
necesario. Se debería mejorar la formación de médicos y personal sanitario;

b) Los Estados deberían adoptar medidas apropiadas para lograr que los
drogadictos, particularmente los que se ponen inyecciones, tengan acceso al tipo
de tratamiento que necesitan;

c) Los Estados deberían esforzarse por establecer, en el marco de sus
sistemas penitenciarios y de justicia penal, programas adaptados en particular
al tratamiento, la rehabilitación y la integración social de los delincuentes
drogadictos;
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d) Los Estados, en los casos apropiados de delitos leves relacionados con
la droga, deberían considerar la posibilidad, prevista en el inciso c) del
párrafo 4 del artículo 3 de la Convención de 1988, de sustituir la declaración
de culpabilidad o la condena por la aplicación de otras medidas, tales como las
de educación, rehabilitación o reinserción social, así como, cuando el
delincuente sea un toxicómano, de tratamiento y postratamiento;

e) Los Estados deberían ocuparse de los problemas que acarrean la
hepatitis, el virus de inmunodeficiencia humana y el síndrome de
inmunodeficiencia adquirida y, cuando procediera, tomar medidas, con inclusión
de medidas encaminadas a permitir un mayor acceso al tratamiento y otros
métodos, para reducir sus efectos perniciosos;

C. Fiscalización de la oferta de estupefacientes y sustancias sicotrópicas
(véanse los párrafos 34 a 85)

1. Eliminación y sustitución de la producción ilícita de estupefacientes,
y eliminación de la elaboración ilícita de esas drogas y de la
producción y el desvío ilícitos de sustancias sicotrópicas (véanse los
párrafos 34 a 54)

a) Los Estados deberían mejorar su evaluación del cultivo de plantas
ilícitas utilizando a tal efecto métodos de reconocimiento aéreo o por satélite.
En caso necesario, deberían recabar apoyo del exterior para sufragar los gastos;

b) Los Estados deberían llevar a cabo investigaciones a fin de encontrar
cultivos de sustitución apropiados, ecológicamente adecuados, cuando las
alternativas actuales no hayan dado resultado;

c) Los Estados deberían cooperar para aumentar el acceso de los cultivos
de sustitución a los mercados internacionales y, con tal propósito, considerar
la posibilidad de conceder preferencias comerciales especiales a los países
productores o de concertar otros acuerdos adecuados;

d) Los Estados deberían asignar más recursos con cargo tanto a los
presupuestos nacionales como a fuentes externas a fin de introducir programas de
desarrollo de cultivos de sustitución. Habida cuenta de la magnitud de los
fondos necesarios, debería alentarse a las instituciones financieras
internacionales a prestar apoyo a los proyectos de desarrollo en las zonas
afectadas;

e) Los Estados deberían hacer mayores esfuerzos para poner fin a las
actividades de los traficantes de drogas en las zonas en que tienen lugar los
cultivos ilícitos. Para poder hacer frente a estos problemas en las zonas más
difíciles, deberían establecerse proyectos conjuntos entre Estados vecinos;

f) Los Estados deberían examinar y fortalecer, según fuera necesario, su
legislación y procedimientos de vigilancia para fiscalizar más efectivamente la
fabricación y el comercio ilícitos de sustancias sicotrópicas;

g) Los Estados deberían reforzar sus mecanismos de información y de
aplicación de la ley para identificar, desmantelar y destruir los laboratorios
clandestinos dedicados a la fabricación ilícita de drogas. Debería

/...



A/48/286
Español
Página 10

proporcionarse ayuda bilateral e internacional para tal fin, cuando se
solicitara;

2. Producción, fabricación y oferta lícitas de estupefacientes y
sustancias sicotrópicas (véanse los párrafos 55 a 61)

h) Los Estados deberían seguir asignando los recursos necesarios para
asegurar la fiscalización de estupefacientes y sustancias sicotrópicas e impedir
su desviación al tráfico ilícito, de conformidad total con los tratados
internacionales de fiscalización de drogas;

i) A fin de fortalecer la fiscalización del comercio internacional de
sustancias sicotrópicas, los Estados deberían aplicar plenamente los mecanismos
de fiscalización previstos en el Convenio de Sustancias Sicotrópicas de 1971 3,
así como las medidas adicionales de fiscalización relativas al comercio
internacional que figuran en las resoluciones del Consejo Económico y Social
1981/7, de 6 de mayo de 1981, 1987/30, de 26 de mayo de 1987, y 1991/44, de 21
de junio de 1991;

j) Los países importadores, particularmente los afectados por la
desviación de sustancias sicotrópicas del comercio internacional, deberían
aprovechar con más frecuencia las disposiciones del artículo 13 del Convenio
de 1971 para prohibir la importación de sustancias sicotrópicas no necesarias
para usos lícitos, pero frecuentemente, desviadas hacia fines ilícitos;

k) Los Estados que todavía no fiscalizan las exportaciones de todas las
sustancias enumeradas en las Listas III y IV del Convenio de 1971, al utilizar
el sistema de autorizaciones de exportación previstas en el párrafo 1 del
artículo 12 del Convenio citado deberían considerar con carácter de urgencia la
posibilidad de establecer un sistema de ese tipo;

l) Los Estados de Europa oriental deberían asignar prioridad a la
creación o el fortalecimiento de sus sistemas de fiscalización y vigilancia de
los estupefacientes lícitos y, a tal efecto, los gobiernos interesados deberían
facilitar personal y recursos financieros adicionales, con ayuda internacional
cuando fuese necesario;

m) Se debería asistir a los países productores de materias primas
opiáceas en sus esfuerzos para restringir la producción mundial a un nivel que
corresponda a las necesidades lícitas concretas de opiáceos y evitar cualquier
tipo de incremento en la producción. Los países productores tradicionales
deberían también proponerse a mejorar su tecnología a fin de satisfacer las
necesidades internas e internacionales de opiáceos;

3. Cooperación multilateral (véanse los párrafos 62 a 72)

n) Los Estados, con asistencia del Programa de las Naciones Unidas para
la Fiscalización Internacional de Drogas cuando fuese necesario, deberían
elaborar planes básicos en los que se definieran sus objetivos y prioridades y
se determinasen las medidas que hubieren de tomarse para poner en práctica las
estrategias nacionales, proporcionando así una base para elaborar una estrategia
subregional;
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o) Los Estados deberían hacer suyos los objetivos de la Declaración de
Teherán, aprobada el 28 de octubre de 1992 por los Estados participantes en la
Conferencia ministerial en el marco del 29º período de sesiones de la
Subcomisión sobre Tráfico Ilícito de Drogas y Asuntos Conexos en el Cercano
Oriente y el Oriente Medio, y considerar la posibilidad de adoptar disposiciones
similares con miras a combatir, más eficazmente el uso indebido y el tráfico
ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas;

p) Los Estados deberían asegurar que los órganos rectores de los
organismos especializados pertinentes e instituciones financieras
internacionales comprometidos en proporcionar asistencia técnica asignaran
recursos apropiados para las actividades de fiscalización de drogas relacionadas
con sus mandatos y campo de conocimientos, en coordinación con el Programa de
las Naciones Unidas para la Fiscalización Internacional de Drogas;

4. Mecanismos de vigilancia y fiscalización (véanse los párrafos 73 a 85)

q) Los Estados que aún no lo hubieran hecho deberían adoptar medidas
legislativas y otras medidas reglamentarias eficaces para dar aplicación al
artículo 12 de la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de
Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas de 1988, teniendo muy en cuenta las
recomendaciones contenidas en el informe final del Equipo de Tareas sobre
sustancias químicas creado por los Jefes de Estado y de Gobierno de las siete
principales naciones industrializadas y el Presidente de la Comisión de las
Comunidades Europeas (CCE) en la 16ª reunión anual en la cumbre sobre cuestiones
económicas, celebrada en Houston (Texas) en julio de 1990;

r) Los Estados partes en la Convención de 1988 deberían presentar
regularmente a la Junta, en la forma prescrita, toda la información solicitada
en virtud del artículo 12 de dicha Convención;

s) Los Estados deberían prestar plena consideración y, cuando procediera,
aplicar las directrices difundidas por el Programa de las Naciones Unidas para
la Fiscalización Internacional de Drogas y preparadas para su utilización por
las autoridades nacionales con el fin de prevenir la desviación de precursores y
productos químicos esenciales;

t) Los Estados en que se fabriquen precursores y productos químicos
esenciales y los Estados en que se fabriquen ilícitamente estupefacientes y
sustancias sicotrópicas deberían establecer una estrecha cooperación a fin de
impedir el desvío de precursores y productos químicos esenciales hacia usos
ilícitos. A tal efecto debería considerarse la posibilidad de concertar
acuerdos y mecanismos bilaterales y regionales;

u) Los Estados deberían intensificar sus esfuerzos por establecer o
reforzar sus laboratorios de detección de drogas y fiscalización farmacéutica
con asistencia exterior, según sea necesario;

v) Los Estados que hayan establecido o reforzado laboratorios de
detección de drogas y fiscalización farmacéutica deberían aportar los recursos y
el apoyo necesarios para asegurar la continuidad de su funcionamiento;
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D. Represión del tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas
(véanse los párrafos 86 a 104)

1. Tráfico (véanse los párrafos 86 a 101)

a) Los Estados que todavía no lo hubieran hecho deberían proceder lo más
rápidamente posible a ratificar la Convención Unica de 1961 sobre
Estupefacientes 4, esa Convención enmendada por el Protocolo de 1972, el Convenio
sobre Sustancias Sicotrópicas de 1971 y la Convención de las Naciones Unidas
contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas de 1988,
o a adherirse a ellos;

b) Los Estados deberían indicar las dificultades que experimentan al
aplicar los tratados de fiscalización internacional de drogas, con miras a
facilitar la prestación de asistencia bilateral o internacional;

c) Los Estados de sistemas jurídicos e idiomas comunes deberían cooperar
para armonizar sus legislaciones nacionales. Los Estados de diferentes sistemas
jurídicos deberían estudiar formas de promover la comprensión de los diferentes
enfoques adoptados por sus respectivos sistemas;

d) Los Estados deberían procurar que la información que han de
suministrar a la Comisión de Estupefacientes, en virtud de las disposiciones
pertinentes de las convenciones internacionales de fiscalización de drogas en
las que tales Estados son partes, se presentara puntual y regularmente y
abarcara en su totalidad los aspectos especificados. Debería prestarse
particular atención a la comunicación de casos importantes de tráfico ilícito
dentro de su jurisdicción y de los decomisos procedentes de ese tráfico ilícito;

e) Los Estados deberían ratificar los tratados multilaterales orientados
a la represión del tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas
concertados dentro de su región, o adherirse a ellos, a fin de que esos
instrumentos entraran en vigor lo antes posible. También deberían adoptar las
medidas legislativas y de otra índole necesarias para lograr la aplicación
eficaz de esos instrumentos;

f) Los Estados que suministren equipo u otra asistencia material a otros
Estados deberían proporcionar detalles de esa asistencia al Programa de las
Naciones Unidas para la Fiscalización Internacional de Drogas a fin de lograr
una coordinación adecuada y, con ello, impedir la duplicación de esfuerzos y
aprovechar al máximo los recursos;

g) Los Estados, tanto los donantes como los receptores de asistencia en
forma de formación en métodos de aplicación de disposiciones legales sobre
drogas, deberían cooperar plenamente en el aprovechamiento común de información,
de la forma solicitada por el Programa de las Naciones Unidas para la
Fiscalización Internacional de Drogas, a fin de lograr una coordinación general
de esfuerzos y recursos;

h) Los Estados deberían facilitar al Programa de las Naciones Unidas para
la Fiscalización Internacional de Drogas información actualizada sobre los
recursos que hubieran asignado a la aplicación de la legislación sobre drogas y
a la represión del tráfico ilícito de drogas. Esa información debería
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presentarse de conformidad con una fórmula elegida por el Programa de las
Naciones Unidas para la Fiscalización Internacional de Drogas a fin de lograr la
uniformidad. Debería comprender los acuerdos para garantizar la coordinación
entre organismos, en el plano nacional tanto en cuestiones de política como de
operaciones;

i) Los Estados deberían utilizar más las reuniones de jefes de los
organismos nacionales encargados de combatir el tráfico ilícito de drogas para
adoptar iniciativas regionales, con prioridades, a fin de lograr que todos los
Estados de la región pudieran utilizar las técnicas y medidas de aplicación de
las leyes que figuran en la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico
Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas de 1988, en el Plan amplio
y multidisciplinario de actividades futuras en materia de fiscalización del uso
indebido de drogas y en el Programa Mundial de Acción, tales como las entregas
vigiladas;

j) Los Estados que no estén utilizando ya las disposiciones para el
intercambio regular de información sobre los métodos y rutas utilizados por los
traficantes ilícitos deberían hacerlo;

2. Distribución (véanse los párrafos 102 a 104)

k) Los Estados deberían examinar sus disposiciones internas para la
reglamentación y fiscalización de los suministros lícitos de estupefacientes,
especialmente sustancias sicotrópicas, a fin de atender a las necesidades
médicas legítimas y justificadas e impedir la oferta ilícita de esas sustancias.
La asistencia para tal fin, de ser necesaria, se debería solicitar por conducto
del Programa de las Naciones Unidas para la Fiscalización Internacional de
Drogas;

E. Medidas que deben adoptarse contra los efectos del dinero procedente del
tráfico ilícito de drogas, utilizado para ese tráfico o destinado a él,
las corrientes financieras ilegales y la utilización ilegal del sistema
bancario (véanse los párrafos 105 a 115)

a) Los Estados deberían adoptar las medidas legislativas y
administrativas necesarias para dar aplicación a las disposiciones de los
artículo s 3 y 5 de la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico
Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas de 1988 o examinar su
legislación para que estuviera en armonía, cuando fuera necesario, con las
disposiciones de dicha Convención. Para ello, se debería prestar particular
atención a las recomendaciones que figuran en el informe del grupo especial de
expertos financieros sobre el blanqueo de capitales creado por los Jefes de
Estado y de Gobierno del grupo de las siete principales naciones
industrializadas y el Presidente de la Comisión de las Comunidades Europeas en
su 15ª reunión anual en la cumbre sobre cuestiones económicas, celebrada en
París en julio de 1989;

b) Los Estados deberían tratar de concertar tratados, acuerdos o
mecanismos bilaterales y multilaterales para aumentar la eficacia de la
cooperación internacional en cumplimiento de la Convención de 1988 y lograr la
plena aplicación de esos instrumentos;
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c) Los Estados deberían estudiar la posibilidad de establecer
dependencias separadas de investigación financiera y de blanqueo de dinero
dentro de sus organismos de aplicación de las leyes sobre drogas a fin de formar
a los expertos necesarios y poder disponer de ellos para la cooperación
internacional;

d) Los Estados deberían estudiar la creación de fondos de decomiso de
bienes para facilitar la utilización del producto o los bienes decomisados en
actividades de fiscalización del uso indebido y el tráfico ilícito de drogas en
el plano nacional o, cuando las leyes internas lo permitieran, contribuir con
dicho producto o dichos bienes al Fondo del Programa de las Naciones Unidas para
la Fiscalización Internacional de Drogas. Los Estados deberían estudiar también
la posibilidad de compartir el producto o los bienes decomisados con otros
Estados partes en la Convención de 1988 de conformidad con el párrafo 5 del
artículo 5 de dicha Convención, en particular con los Estados que hubieran
contribuido materialmente a la investigación que desembocara en la condena de
los traficantes y el decomiso de sus ganancias;

F. Fortalecimiento de los sistemas judicial y jurídico y de los organismos
de represión (véanse los párrafos 116 a 121)

a) Los Estados deberían iniciar y aplicar, con asistencia internacional
si fuere necesario, programas concretos encaminados a fortalecer sus sistemas
judicial y jurídico y sus organismos de represión, prestando especial atención a
la formación de personal de todas las categorías;

b) Los Estados deberían alentar la preparación por organizaciones
internacionales y regionales de acuerdos modelo de cooperación entre
funcionarios de aduanas, organismos de represión y otras organizaciones
interesadas dedicadas a combatir el uso indebido y el tráfico ilícito de drogas;

c) Los Estados, mediante la concertación de acuerdos o arreglos
bilaterales o multilaterales, deberían lograr la tramitación eficiente y rápida
de solicitudes para la asistencia jurídica mutua en las investigaciones, los
procesos y las actuaciones judiciales que afecten al tráfico ilícito de drogas,
y, cuando proceda, proporcionar asistencia técnica con tales propósitos;

d) Los Estados deberían hacer mayor hincapié en arbitrar medios para
proteger más eficazmente al poder judicial de actos de intimidación y de
violencia real y prevenir la corrupción en el sistema judicial y los organismos
de represión. Debería alentarse el intercambio de experiencias a ese respecto
entre los Estados, y se debería poner la asistencia técnica apropiada a
disposición de los Estados que la solicitaran;

e) Con miras a reducir las amenazas de violencia dirigidas a los agentes
de los servicios de segurida d y a los funcionarios del poder judicial, los
Estados deberían examinar la posibilidad de promulgar legislación para
restringir la tenencia y el uso indebido de armas en los planos nacional e
internacional;
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G. Medidas que han de adoptarse contra la desviación de armas y explosivos y
contra el tráfico ilícito por buques, aeronaves y vehículos (véanse los
párrafos 122 a 131)

a) Los Estados deberían aplicar en su totalidad el artículo 15 de la
Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y
Sustancias Sicotrópicas de 1988 adoptando medidas apropiadas para impedir que se
utilicen los medios de transporte comerciales para tráfico ilícito;

b) Los Estados deberían promover la cooperación entre sus funcionarios de
aduanas y otras autoridades competentes con los transportistas comerciales, en
particular mediante la concertación y aplicación de memorandos de entendimiento
con el propósito de impedir el contrabando de drogas;

c) Los Estados deberían cooperar en la mayor medida posible para suprimir
el tráfico ilícito por mar aplicando las disposiciones del artículo 17 de la
Convención de 1988, o medidas equivalentes en el caso de los Estados que todavía
no hayan ratificado la Convención, y participando en las iniciativas regionales
de cooperación;

d) Los Estados, particularmente los afectados por el tráfico de drogas
ilícitas, deberían esforzarse para participar con otros Estados de la misma
región en la vigilancia del movimiento de buques, aeronaves y otros medios de
transporte sospechosos con el objetivo de registrar e intercambiar información;

e) Los Estados afectados por las actividades de traficantes de drogas
ilícitas que utilizan armas, artefactos explosivos y métodos violentos para
apoyar sus actividades o que actúan en confabulación con grupos terroristas o
insurgentes deberían participar urgentemente en iniciativas bilaterales o
subregionales con Estados vecinos para combatir esas actividades con mayor
eficacia. Se debería utilizar la asistencia brindada por la comunidad
internacional en tales esfuerzos;

f) Los Estados que no lo hayan hecho todavía deberían estudiar la
posibilidad de establecer medidas reguladoras o de mejorar las existentes,
especialmente en lo relativo a la exportación, sobre la transferencia de armas,
municiones y explosivos, para impedir su desviación a actividades ilícitas
relacionadas con el tráfico de drogas;

H. Decenio de las Naciones Unidas contra el Uso Indebido de Drogas,
comprendido entre los años 1991 y 2000 (véanse los párrafos 132 a 136)

a) Los Estados deberían reafirmar su empeño por aplicar los mandatos y
las recomendaciones que figuran en el Programa Mundial de Acción y deberían
esforzarse por transformarlos en medidas prácticas en el mayor grado posible
dentro del marco cronológico del Decenio de las Naciones Unidas contra el Uso
Indebido de Drogas;

b) Los Estados deberían conseguir el apoyo de organizaciones y
personalidades nacionales, tanto públicas como privadas, y deberían alentar a
los medios de comunicación a que dieran publicidad a los objetivos del Decenio
e informasen ampliamente sobre actividades importantes relacionadas con el
Decenio;
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c) Los Estados que todavía no lo hayan hecho deberían considerar
favorablemente la creación de centros o comités nacionales de coordinación para
procurar una acción concertada eficaz de todos los participantes en la promoción
del Decenio;

d) Los Estados deberían asignar recursos suficientes para la consecución
de los objetivos del Decenio y deberían examinar la posibilidad de hacer
aportaciones voluntarias al Fondo del Programa de las Naciones Unidas para la
Fiscalización Internacional de Drogas a fin de reforzar la repercusión y la
eficacia del Decenio;

e) Los Estados deberían facilitar al Programa de las Naciones Unidas para
la Fiscalización Internacional de Drogas información actualizada sobre las
actividades desarrolladas en el plano nacional para facilitar la presentación de
informes generales sobre los progresos realizados en la aplicación del Decenio;

I. Recursos y estructura (véanse los párrafos 137 a 141)

a) Debería invitarse a la Asamblea General a que ultimara sus decisiones
relativas a los arreglos de organización para el Programa de las Naciones Unidas
para la Fiscalización Internacional de Drogas, en particular en lo que se
refiere a las disposiciones relativas al personal, de manera que pueda
desempeñar plenamente su función como punto central de las medidas
internacionales concertadas para la fiscalización del uso indebido de drogas;

b) Los Estados deberían confirmar nuevamente que la alta prioridad
asignada a la fiscalización internacional de drogas por la Asamblea General en
el Programa Mundial de Acción debe continuar más allá del bienio 1992-1993 para
reflejar esa mayor prioridad;

c) Un mayor número de Estados debería contribuir voluntariamente con
sustanciales recursos financieros y de otra índole al Fondo del Programa de las
Naciones Unidas para la Fiscalización Internacional de Drogas con arreglo a sus
medios;

d) Los Estados que ya han realizado aportaciones sustanciales al Fondo
del Programa de las Naciones Unidas para la Fiscalización Internacional de
Drogas deberían no sólo seguir haciéndolo, sino también evaluar los efectos
positivos de aumentar esas contribuciones para que el Programa pueda ampliar sus
actividades operacionales, en particular la formulación de planes y programas
subregionales de fiscalización de drogas;

e) Los Estados deberían hacer un llamamiento a todos los sectores vitales
de la sociedad, en particular al sector privad o y a las organizaciones no
gubernamentales, para apoyar los esfuerzos del Programa de las Naciones Unidas
para la Fiscalización Internacional de Drogas encaminados a la movilización de
recursos;

f) Los Estados deberían velar por que los órganos rectores de los
organismos especializados del sistema de las Naciones Unidas asignaran mayor
prioridad a sus actividades de fiscalización de drogas desarrolladas por
conducto de organismos activos en esa esfera y que esa prioridad se reflejara en
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la asignación de recursos adicionales para tales actividades en los presupuestos
por programas de esos organismos.

III. PREVENCION Y REDUCCION DEL USO INDEBIDO DE DROGAS CON
MIRAS A ELIMINAR LA DEMANDA ILICITA DE ESTUPEFACIENTES
Y SUSTANCIAS SICOTROPICAS*

16. En el Programa Mundial de Acción se pide a los Estados Miembros que asignen
mayor prioridad a la prevención y reducción de la demanda ilícita de
estupefacientes y sustancias sicotrópicas a todos los niveles, que elaboren y
ejecuten planes y programas nacionales para conseguir estos objetivos y que
asignen los recursos y servicios apropiados para ello.

17. Las respuestas de los Estados han variado considerablemente por lo que
respecta a la prioridad asignada a la reducción de la demanda como parte de una
estrategia nacional equilibrada para combatir el uso indebido de drogas. Esto
queda de manifiesto tanto en la naturaleza y el alcance de las medidas tomadas y
en la asignación de recursos y servicios como en el grado de coordinación de
políticas y operaciones. Algunos países han formulado planes globales para
abordar el problema en su conjunto. Otros han establecido planes sectoriales
para la reducción de la demanda. En su mayoría, las medidas más corrientes han
consistido en campañas en los medios de comunicación y en la adopción de
programas escolares de prevención del uso de drogas.

18. La creación de comités de coordinación de los esfuerzos nacionales para
combatir el tráfico ilícito y el uso indebido de drogas ha ido en aumento desde
que se adoptó el Programa Mundial de Acción, por lo que actualmente unos
60 Estados disponen de estos comités**. Desgraciadamente, esto no ha supuesto
necesariamente una mayor coordinación cuando un organismo determinado ejerce una
influencia decisiva o cuando no existe ningún mecanismo para llevar a cabo las
políticas establecidas por los comités. En consecuencia, raramente se ha
logrado uno de los resultados previstos con la creación de estos comités, a
saber, la movilización del apoyo público y la participación de las comunidades
en las actividades relacionadas con el Programa Mundial de Acción.

19. No sólo han aumentado los programas de educación en materia de drogas
en las escuelas sino que también se ha observado un cambio de orientación.

* Véanse las recomendacione s 1 a 9.

** En China, se creó en 1990 una Comisión Nacional de Estupefacientes
con una amplia gama de responsabilidades en todos los niveles de la política, la
coordinación y la cooperación. En el Ecuador, un Comité Interinstitucional de
Prevención de ámbito nacional lleva a cabo actividades preventivas, en
coordinación con el sector laboral y el educativo. En España, la coordinación
de los programas nacionales con las organizaciones no gubernamentales tiene
lugar en una asamblea anual que reúne a las instituciones sociales interesadas
en la prevención del uso indebido de drogas, el tratamiento y la rehabilitación
y la reinserción social. En 1991 se estableció como entidad autónoma el
organismo de coordinación para las organizaciones no gubernamentales que trabaja
en el sector de farmacodependencia.
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La tendencia en varios países se ha desplazado de los cursillos de corta
duración sobre los peligros de las drogas ilícitas hacia la promoción de
programas globales sobre formas de vida sanas*. Se ha prestado mayor atención
a la enumeración de medidas positivas que pueden promover una salud mejor y a
indicar al mismo tiempo qué actos son perjudiciales. En los países en que hay
un número importante de niños que no asisten a las escuelas, se han hecho
esfuerzos especiales para llegar a estos niños, teniendo en cuenta, en
particular, que entre ellos está muy difundido el uso de solventes volátiles.
Sin embargo, la inclusión de los programas de educación en materia de drogas
como parte de la formación profesional ha sido un proceso lento.

20. Se ha hecho un gran uso de campañas a través de los medios de comunicación.
La mayoría de ellas se han dirigido al público en general, aunque algunas se han
centrado en los propios profesionales del periodismo o en los jóvenes, tanto en
las escuelas como fuera de ellas. También han variado considerablemente los
medios utilizados para llegar a un público más amplio: desde campañas por radio
y televisión y carteles hasta folletos, prospectos, vídeos, actividades
especiales en teatros, cines y salas de música, calcomanías para automóviles
e insignias. La mayoría de las campañas tratan de sensibilizar a la población
acerca de la naturaleza del problema del uso indebido de drogas, los peligros
del consumo de drogas y las consecuencias sociales y jurídicas de una condena
por tráfico o posesión de drogas ilícitas.

21. No todas las campañas han tenido éxito. A menos que la campaña se proyecte
cuidadosamente y su mensaje se adapte al contexto cultural y social del grupo a
que va dirigida, puede incluso agravar la situación. Esto ocurre generalmente
si el mensaje facilita, por inadvertencia, información sobre la forma de
consumir las drogas, si las afirmaciones hechas no se demuestran o si resulta
dudosa la credibilidad no sólo de un mensaje particular sino también de todos
los mensajes de la fuente de que se trate.

* En China, las autoridades competentes en materia de enseñanza han
adoptado disposiciones para incorporar el conocimiento del peligro de los
narcóticos y de la historia moderna de los movimientos chinos contra la droga a
los planes de estudios normales de todas las escuelas. En 1992 la Comisión de
Fiscalización de Narcóticos publicó un texto titulado "Conocimiento de la
fiscalización de narcóticos". En México se presentó un programa para integrar
el sistema de educación nacional dentro del esfuerzo de prevención con miras a
que los alumnos adoptaran modos de comportamiento, actitudes y hábitos donde el
consumo de drogas no tuviera cabida. Se ha asignado gran prioridad a la
capacitación del cuerpo docente, cuya tarea consiste en formular las actitudes
preventivas de los alumnos. En el Perú, dentro del marco del proyecto de
información y educación pública sobre drogas, se han aplicado proyectos
relativos a la incorporación de objetivos de programas de prevención, temas y
estrategias en varios sectores de la educación y en la estructura del plan de
estudios, en todos los niveles de educación, sobre una base experimental, en
114 escuelas de todo el país. Se están capacitando, a escala regional y
subregional, equipos técnicos constituidos por pedagogos y maestros. Se
aplicaron programas de prevención en 25 escuelas piloto. En España, el tema de
la prevención y la reducción del uso indebido de drogas es responsabilidad de
los establecimientos de enseñanza de modo permanente, y dicho tema se ha
incluido desde 1991 en el plan de estudios del bachillerato.
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22. El Programa Mundial de Acción exige un ulterior análisis de las causas de
la demanda ilícita de estupefacientes y sustancias sicotrópicas y de los métodos
para evaluar estas causas. Declara asimismo que deben determinarse las medidas
necesarias para combatir la raíz del problema del uso indebido de drogas,
prestando especial atención a sus causas sociales. Varios Estados siguen
considerando que el problema radica en la persona y que sus causas no son de
origen social.

23. El Programa Mundial de Acción insistía mucho en el objetivo de establecer y
promover sistemas nacionales de evaluación de acuerdo con el Sistema
Internacional de evaluación del uso indebido de drogas, objetivo que fue
reforzado por el Consejo Económico y Social en su resolución 1991/45. En los
últimos años se han hecho progresos considerables en la preparación de registros
de drogadictos, especialmente a partir de la adopción del Programa Mundial de
Acción. El número de estos registros ha pasado de 25 en 1983 a 64 en la
actualidad. Los Estados que no disponen de sistemas para registrar los datos
sobre el uso indebido de drogas indican que las dificultades que han tenido para
establecer esos sistemas se relacionan más con la capacitación de personal que
con las limitaciones financieras; también se observa una gran necesidad de
asesoramiento sobre el equipo y los programas de computadora más adecuados.
Muchos Estados y organizaciones que han logrado progresos en esta esfera lo
están haciendo sin consultar debidamente al Programa de las Naciones Unidas para
la Fiscalización Internacional de Drogas. Como consecuencia, es posible que sus
sistemas no sean compatibles con los sistemas actuales o futuros, y en muchos
casos podrían duplicar la labor que se está realizando. La coordinación con el
Sistema Internacional debe ser una prioridad para el desarrollo de sistemas
nacionales de registro de datos sobre el uso indebido de drogas.

24. Con miras a permitir una evaluación periódica del nivel del progreso
nacional e internacional con respecto a la prevención y la reducción de la
demanda, se pidió a los Estados, en virtud del párrafo 15 del Programa Mundial
de Acción, que comunicasen por medio de un cuestionario, hasta qué punto habían
podido cumplir los objetivos sobre reducción de la demanda establecidos en el
Plan Amplio y Multidisciplinario. Esta petición fue reforzada y ampliada por el
Consejo Económico y Social en su resolución 1991/46, de 21 de junio de 1991, en
que se incluyeron también el tratamiento y la rehabilitación entre las
actividades que debían comunicarse. Hasta la fecha, sin embargo, la respuesta
no ha sido alentadora. En el primer año, sólo 52 Estados respondieron al
cuestionario; en el segundo año sólo se recibieron 46 respuestas.

25. Se pidió a los Estados que fomentasen una mayor cooperación y participación
de las organizaciones no gubernamentales en la esfera de la reducción de la
demanda ilícita de drogas, promoviendo a tal efecto iniciativas y programas a
nivel popular. Algunos Estados han instado efectivamente a las organizaciones
no gubernamentales a que elaboren estos programas, pero desgraciadamente su
número es pequeño*. Muchos gobiernos no fomentan las actividades de las

* En Suecia, donde el Instituto Nacional de Salud Pública es
responsable de todas las actividades, campañas y estrategias de prevención del
país, las organizaciones no gubernamentales están llevando a cabo una
considerable labor preventiva, a menudo en cooperación con las autoridades
nacionales y, con tal propósito, se les presta apoyo económico.
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organizaciones no gubernamentales, y el apoyo que reciben las actividades de
algunas de ellas procede de órganos y organizaciones de fuera del país.

26. Aunque también se pidió a las organizaciones no gubernamentales que
informasen acerca del logro de los objetivos del Plan Amplio y
Multidisciplinario, son pocas las que lo han hecho. En general, es difícil
obtener información de las organizaciones no gubernamentales sobre sus
actividades. Aunque puede observarse una ligera mejora tanto a nivel nacional
como internacional, queda todavía mucho por hacer para mejorar las relaciones
entre los gobiernos y las organizaciones no gubernamentales, en particular en
los países en desarrollo. Una mejor coordinación y documentación de sus
actividades facilitaría la cooperación en la esfera de la reducción de la
demanda.

IV. TRATAMIENTO, REHABILITACION Y REINSERCION
SOCIAL DE LOS DROGADICTOS*

27. Según el Programa Mundial de Acción, en las estrategias nacionales de
salud, sociales, jurídicas y penales deben incluirse programas de reinserción
social, rehabilitación y tratamiento de drogadictos y de delincuentes
toxicómanos, teniendo debidamente en cuenta las necesidades particulares de cada
drogadicto.

28. La asignación de recursos para los programas de tratamiento no ha aumentado
apreciablemente desde 1990; de hecho, algunos países desarrollados han reducido
el número de instalaciones de tratamiento disponibles**. Los países en
desarrollo han expresado el deseo de proporcionar más instalaciones de
tratamiento de drogadictos, pero tropiezan para ello con la insuficiencia de
recursos y la falta de capacitación del personal sanitario. En Africa, muchos
países se quejan de la falta de instalaciones, de personal y de capacitación
adecuada del personal.

29. Pocos son los países que disponen de programas especializados en las
cárceles para los delincuentes drogadictos. Estos programas, cuando existen,
suelen limitarse a una desintoxicación rapidísima bajo observación médica.
Sin embargo, muchos países están haciendo esfuerzos para sustituir las sanciones

* Véanse las recomendaciones 10 a 14.

** No obstante, Israel ha comunicado que su capacidad para el
tratamiento y rehabilitación se ha quintuplicado, pasando de 400 a 2.000 los
drogadictos beneficiados, mientras que los Países Bajos informaron que un 75% de
los drogadictos actuales se pusieron en contacto con algún tipo o institución de
tratamiento, en comparación con aproximadamente el 40% de los primeros años del
decenio de 1980. En la República de Corea, varios hospitales siquiátricos
estatales y privados se utilizan como centros de tratamiento y rehabilitación
gratuitos a los drogadictos, y se está construyendo un centro especializado en
el tratamiento y rehabilitación de drogadictos, equipado con instalaciones y
tecnología avanzadas, con una capacidad para unos 200 pacientes.
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penales de delincuentes toxicómanos por planes de tratamiento y
rehabilitación*. Esta tendencia se observa en muchos países desarrollados,
aunque no sólo en ellos. El problema que plantean los drogadictos en las
cárceles, en particular con la aparición del virus de inmunodeficiencia humana
(VIH), ha acelerado esta tendencia. No obstante, existen todavía diversos
métodos para tratar a los delincuentes toxicómanos, desde la segregación y el
castigo ejemplar hasta los planes de tratamiento y rehabilitación.

30. Los programas de rehabilitación y reinserción han despertado interés
creciente en muchos países africanos, asiáticos y europeos. Se ha registrado un
aumento particularmente intenso de las solicitudes de asistencia a la
Organización Internacional del Trabajo en relación con los programas de uso
indebido de drogas en el lugar de trabajo, y para establecer centros de
información.

31. Según el Programa Mundial de Acción, los programas de capacitación
relacionados con los últimos adelantos y técnicas en materia de tratamiento de
la toxicomanía y rehabilitación y reinserción de ex toxicómanos deben llevarse a
cabo con más regularidad a nivel nacional, regional e internacional.
No se ha observado ningún aumento apreciable de los recursos disponibles para
conseguir estos objetivos. En los países en desarrollo, la capacitación se
facilita principalmente mediante la asistencia bilateral; se organizan cursos
especiales en el país receptor o se reservan plazas para estudiantes en los
cursos existentes en el país donante. Los profesionales de la medicina son los
principales beneficiarios, y se descuida a menudo la capacitación de otro
personal sanitario.

32. Ha sido difícil facilitar y promover la participación de las organizaciones
no gubernamentales en todas las esferas del tratamiento y rehabilitación, así
como intensificar su cooperación con los organismos competentes de las Naciones
Unidas. Las organizaciones no gubernamentales se han mostrado activas prestando
asesoramiento, apoyo a largo plazo y rehabilitación a los drogadictos y
contribuyendo a determinados proyectos, como las comunidades terapéuticas y los
centros de acogida, pero sin encargarse del tratamiento propiamente dicho. La
razón parece ser que si se requiere supervisión médica, especialmente si hay que
administrar alguna droga, el costo del servicio rebasa la capacidad financiera y
profesional de la mayoría de las organizaciones no gubernamentales en esta
esfera.

33. Con arreglo al Plan Mundial de Acción, se han establecido en algunos países
programas nacionales de drogas esenciales, con asistencia de la Organización
Mundial de la Salud (OMS), como parte de la estrategia de atención primaria de
la salud, insistiendo en una selección racional, en la gestión de la oferta y en
la prescripción de drogas seguras y eficaces. El uso racional de preparados
farmacéuticos que contengan estupefacientes o sustancias sicotrópicas es un tema
que generalmente se incluye en los programas de estudio de las instituciones
nacionales de enseñanza para profesionales de la atención sanitaria. La mayoría
de las personas que las prescriben están, pues, conscientes del peligro de la

* En España, la Ley 1/92 dispone la suspensión posible de sanciones por
consumo público de drogas ilícitas en caso de que el delincuente se someta a
tratamiento curativo.
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dependencia. Sin embargo, debido a otros factores, este conocimiento no siempre
basta para asegurar que la prescripción se ajuste a una práctica adecuada. Se
requiere, por lo tanto, un mayor esfuerzo para mejorar la educación y la
capacitación en la prescripción racional de sustancias psicoactivas que producen
dependencia, a todos los niveles.

V. FISCALIZACION DE LA OFERTA DE ESTUPEFACIENTES
Y SUSTANCIAS SICOTROPICAS*

A. Eliminación y sustitución de la producción ilícita de
estupefacientes, y eliminación de la elaboración
ilícita de esas drogas y de la producción y el desvío
ilícitos de sustancias sicotrópicas **

34. El Programa Mundial de Acción hace un llamamiento a los Estados para que
desarrollen y apliquen programas globales y bien articulados a fin de eliminar
el cultivo ilícito de plantas estupefacientes y la producción ilícita de
estupefacientes y sustancias sicotrópicas. También insta a la cooperación
internacional a fin de facilitar las corrientes comerciales y ofrecer acceso a
los mercados internacionales a los países afectados por la producción y la
elaboración ilícitas de estupefacientes y sustancias sicotrópicas.

35. El cultivo ilícito de la adormidera y de la cannabis en Asia sudoriental y
sudoccidental ha seguido constituyendo un importante problema desde que se
aprobó el Programa Mundial de Acción. Se ha observado una tendencia a la
disminución del cultivo ilícito de la adormidera en la República Democrática
Popular Lao y en Tailandia, pero en otros países de Asia no parece que haya
habido ninguna mejora. El opio se convierte en morfina y heroína en
laboratorios clandestinos, situados generalmente en las proximidades de la zona
de cultivo de la adormidera.

36. La mayoría de los países asiáticos en que se cultiva la adormidera son
partes en la Convención Unica sobre Estupefacientes de 1961. Los países que no
son partes (la República Democrática Popular Lao y Viet Nam) han tomado medidas
administrativas para reducir el cultivo ilícito de plantas estupefacientes y han
recabado recientemente asistencia internacional con objeto de promulgar leyes a
fin de ajustarse a la Convención de 1961. Además, dos países en que se cultiva
ilícitamente la adormidera (el Pakistán y Tailandia) han establecido planes y
programas amplios a fin de eliminar completamente este cultivo.

37. Los programas en curso para reducir la oferta de estupefacientes ilícitos
en Asia generalmente presentan varios elementos clave. Uno de ellos es una
evaluación anual de las zonas de cultivo ilícito de la adormidera y una
estimación del rendimiento de ese cultivo. Para hacer esta evaluación se
utilizan diversos métodos, incluidas las inspecciones sobre el terreno, la
fotografía aérea y la teleobservación. La teleobservación, que todavía se
encuentra en fase experimental, se está evaluando actualmente para ver si tiene

* Véanse las recomendaciones 15 a 36.

** Véanse las recomendaciones 15 a 21.
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posibilidades más amplias de aplicación. Algunos países están recibiendo
asistencia internacional a tal efecto*.

38. Otro elemento clave de la estrategia para la eliminación del opio es el
estímulo del desarrollo rural en las zonas de producción. Una característica
común de las zonas de producción es que se encuentran en regiones relativamente
distantes, montañosas y mal integradas en la corriente principal de desarrollo
económico y social del país. En algunos casos, estas regiones están habitadas
por minorías étnicas. El objetivo de los programas de desarrollo rural es
reducir el aislamiento de estas comunidades mejorando la infraestructura de
transportes y comunicaciones y los servicios sociales e introducir otros
cultivos de sustitución y las correspondientes oportunidades de comercialización
agrícola**.

39. En algunos programas, como los de la República Democrátrica Popular Lao y
Tailandia, también se presta especial atención al establecimiento de servicios
sanitarios básicos en las zonas afectadas. Con frecuencia, se incluyen
programas de educación como parte de estas campañas a fin de permitir a las
familias de los cultivadores participar en actividades de desarrollo económico y
social. Siempre que es posible, las obras públicas, tales como la construcción
de caminos, se llevan a cabo utilizando métodos con empleo intensivo de mano de
obra, creando así los puestos de trabajo que tanto se necesitan. En algunos
casos, se ha prestado apoyo para la creación de complejos industriales.

40. Los países en los que el cultivo ilícito sigue siendo un problema han
recabado asistencia internacional para la aplicación de estos programas.
Algunos países han recibido apoyo durante un período de tiempo relativamente
largo, en tanto que otros, en particular la República Democrática Popular Lao,
sólo han comenzado a recibir asistencia recientemente. Por razones de seguridad
y debido a lo limitado de los recursos, no se ha prestado la atención necesaria
a todas las zonas afectadas.

41. Un tercer elemento clave para hacer frente al cultivo ilícito es el
cumplimiento de las leyes nacionales pertinentes que prohíben ese cultivo. Este
aspecto incluye la información a los agricultores acerca de las leyes aplicables
y la adopción de medidas contra los traficantes a fin de impedir que obliguen a
los agricultores a cultivar plantas ilícitas. Implica también la aplicación de
sanciones legales, incluso, en caso necesario, la destrucción material de los
cultivos ilícitos.

42. En América Latina, la mayoría de los países son partes en la Convención
de 1961, incluidos los principales productores, Bolivia, Colombia, México y el
Perú. Pese a los esfuerzos de erradicación, con algún apoyo bilateral, la

* Francia ha creado un programa por satélite para la detección de
cultivos de narcóticos que funciona actualmente a través del satélite SPOT en
Tailandia.

** China facilita acceso a países vecinos como Myanmar, la República
Democrática Popular Lao y Viet Nam a otros cultivos de sustitución, con lo que
favorece el desarrollo rural de dichos países.
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mayoría de los países de la región siguen afectados por el cultivo de plantas
ilícitas.

43. No se dispone de cifras oficiales recientes y completas sobre la
erradicación del arbusto de coca en los países andinos, aunque la situación neta
ha seguido prácticamente invariable desde la adopción del Programa Mundial de
Acción. Prosigue la erradicación a escala limitada en Bolivia y Colombia. En
el Perú, debido a la delicada situación de seguridad, el Gobierno no ha podido
proseguir una estrategia eficaz de erradicación.

44. En México, que durante muchos años había sido un foro importante de cultivo
ilícito de adormidera, las enérgicas medidas oficiales han logrado al parecer
reducir considerablemente la producción de opio*. Sin embargo, habida cuenta
del rendimiento relativamente elevado del cultivo de la adormidera, en
comparación con el cultivo del arbusto de coca, la tendencia es hacia una
expansión considerable en Colombia, así como en el Ecuador y en el Perú. Por lo
que respecta al cultivo de la cannabis, Colombia, Chile, el Ecuador, Guatemala,
Guyana, Jamaica, México y Venezuela comunicaron todos ellos la destrucción en
gran escala de plantas de cannabis.

45. Otro factor que limita las actividades de sustitución de cultivos en la
subregión del Amazonas y en el altiplano es el hecho de no disponer de cultivos
técnica y económicamente viables para sustituir a los cultivos ilícitos. Es
preciso encontrar otros cultivos técnicamente viables, desarrollarlos y
ensayarlos. No obstante, los tres países andinos productores de coca han
adoptado el desarrollo de cultivos de sustitución como estrategia elegida para
combatir el cultivo ilícito**. Hasta la fecha, el éxito ha sido limitado,
debido a la falta de recursos y de acceso a los mercados; la actual recesión
mundial ha limitado las oportunidades comerciales y reducido las perspectivas de
un régimen comercial mundial más liberal en el que los cultivos de sustitución
pudieran encontrar un mercado adecuado. Los donantes bilaterales
y multilaterales han participado también en los programas de desarrollo de

* La erradicación del cultivo de adormidera en México aumentó en un 50%
en 1992, en comparación con 1991. Como parte de la campaña permanente contra el
tráfico de drogas, tanto el ejército como la fuerza aérea desarrollaron
operaciones para erradicar la siembra y el cultivo de narcóticos, centrándose
exclusivamente en la búsqueda, ubicación y destrucción de las plantaciones
ilícitas.

** En Bolivia, entre 1989 y 1992, se llevaron a cabo 1.856 proyectos
como parte de la política de desarrollo de cultivos de sustitución; tales
proyectos tenían como objetivo reemplazar el cultivo de coca por un cultivo de
otro tipo, teniendo en cuenta los usos tradicionales legítimos. En el Perú,
dentro del marco del proyecto especial para las regiones central del río
Huallaga e inferior del río Mayo se explotaron 8.000 hectáreas, en régimen de
regadío, para la producción de 80.000 toneladas de cultivos alimentarios,
principalmente arroz, dando empleo a 3.000 familias. Además, el proyecto
incluía la explotación y el mantenimiento de una estación de energía
hidroeléctrica que abastece de energía a ocho localidades, así como la
reforestación de 80 hectáreas en las laderas.
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cultivos de sustitución en el país, aunque los recursos asignados no han sido
proporcionales a la magnitud del problema.

46. En la Declaración de San Antonio, firmada en San Antonio (Texas) el 27 de
febrero de 1992, los Gobiernos de Bolivia, Colombia, el Ecuador, los Estados
Unidos, México, el Perú y Venezuela reafirmaron su empeño en fortalecer la
cooperación para combatir la producción ilícita de drogas. En ese contexto, se
contrajo el compromiso de facilitar el acceso a los mercados y la generación de
empleo productivo, incluido el apoyo a la iniciativa "Empresa para las
Américas", en virtud de la cual los mencionados países de América Latina
firmaron acuerdos bilaterales de comercio e inversión con los Estados Unidos.
México, por su parte, dio fin a sus negociaciones sobre el Tratado de Libre
Comercio de América del Norte con Canadá y los Estados Unidos. En 1990, la
Comunidad Europea (CE) concedió a cuatro países del Pacto Andino (Bolivia,
Colombia, Ecuador y el Perú) preferencias especiales con respecto al comercio
que deberían contribuir a un aumento de los ingresos de exportació n y a la
diversificación del comercio de exportación.

47. En Europa y en el Asia occidental, en particular en los Estados miembros de
la Comunidad de Estados Independientes, en el Líbano y, en menor grado en
Turquía, la transformación de la materia primera en heroína para su tráfico
constituye un grave problema. En Belarús, Estonia, Letonia, Lituania, Polonia y
Ucrania, aumenta la transformación del extracto de paja de adormidera en un
líquido semejante a la heroína que se inyecta por vía intravenosa.

48. El renovado empeño del Gobierno del Líbano en llevar a cabo una campaña
enérgica de erradicación, unido a condiciones climáticas desfavorables al
cultivo ilícito, dieron lugar a una reducción importante del cultivo de
adormidera en 1992. A fin de establecer una alternativa viable al cultivo
ilícito, entre 1993 y 1997 se aplicará en tres fases un programa integrado de
desarrollo de la zona, para los distritos de Baalbek-Hermel, en el valle de
El Beqa’a, programa que ha sido propuesto por una misión mixta entre organismos
de las Naciones Unidas.

49. Los países europeos, el Canadá y los Estados Unidos han informado sobre la
erradicación de cultivos de cannabis desde la adopción del Programa Mundial de
Acción. Sin embargo, el número de casos de cultivo ilícito de cannabis en el
Canadá, los Estados Unidos y los Países Bajos va en aumento. En los Estados
miembros de la Comunidad de Estados Independientes, la falta de conocimientos,
de capacidad técnica y de coordinación impidió llevar a cabo una acción
concertada de erradicación en gran escala en 1991 y 1992. Además, la
destrucción de extensos campos de cannabis silvestre se vio obstaculizada por
motivos ecológicos. Los Gobiernos de Kazajstán y Uzbekistán han recabado
asistencia del Programa de las Naciones Unidas para la Fiscalización
Internacional de Drogas a fin de evaluar la eficacia y seguridad ambiental de
los agentes químicos y biológicos propuestos para la erradicación de estos
cultivos.

50. La producción ilícita de sustancias sicotrópicas está sumamente difundida.
Los servicios de represión de muchos países han destruido laboratorios en
pequeña escala en los que se producían ilícitamente anfetaminas y otras
sustancias. Sin embargo, esta producción sigue siendo un grave problema en
muchos países desarrollados, así como en algunos países en desarrollo
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relativamente industrializados. Por ejemplo, se fabrican ilícitamente
cantidades importantes de metacualona y metanfetamina en el Asia meridional y el
Asia sudoriental, respectivamente. Los países de Europa oriental, que carecen
de una legislación actualizada aplicable a todos los estupefacientes y
sustancias sicotrópicas, peligran especialmente debido a la producción
prácticamente incontrolada de, por ejemplo, anfetaminas y efedrina.

51. La reducción de la oferta ilícita de estupefacientes también incluye las
medidas destinadas a eliminar las actividades de los laboratorios clandestinos
en que se produce heroína, morfina y cocaína. Los gobiernos de los países
afectados han logrado destruir con éxito una serie de laboratorios de este tipo,
pero el efecto mundial de estos esfuerzos sigue siendo limitado. Entre las
medidas con que se cuenta para impedir el funcionamiento de estos laboratorios
figura el decomiso de los productos químicos desviados de fuentes lícitas, una
medida que recientemente ha tenido éxito, por ejemplo en el Pakistán. Se
requiere una mayor cooperación internacional e interregional para prestar
asistencia a los países afectados por la producción de drogas ilícitas en
fortalecer sus servicios de información y represión a fin de localizar,
desmantelar y destruir los laboratorios clandestinos.

52. Pese a los éxitos conseguidos en algunos países y en algunas esferas para
combatir el cultivo y la producción ilícitos, la situación mundial muestra
escasos signos de mejora en los tres últimos años. En algunos países, el
cultivo ilícito no puede considerarse independientemente de los temas
relacionados con las minorías étnicas, los movimientos de insurgencia y otras
consideraciones políticas o socioeconómicas. Los grupos que se dedican a la
producción ilícita de drogas han adquirido tal riqueza e influencia que la
voluntad de los gobiernos para luchar contra ellos se ve a menudo comprometida.

53. Se han registrado algunos progresos en la formulación de metodologías
perfeccionadas para obtener datos exactos sobre el cultivo ilícito; sin embargo,
se requieren nuevos estudios, en particular por lo que respecta a los costos y
beneficios de la teleobservación. Con respecto a la producción ilícita, se
plantean problemas particularmente difíciles en las zonas en que los gobiernos
no ejercen su plena autoridad. Para hacer frente a este problema, algunos
países afectados han decidido establecer proyectos conjuntos o en cooperación
con los países vecinos igualmente afectados. Este enfoque, adoptado
inicialmente en el Asia sudoriental, podría resultar también útil en el Asia
sudoccidental y tal vez en otras zonas.

54. La eficacia de los programas oficiales de erradicación depende de los
recursos que pueden obtener, tanto del presupuesto nacional como de otras
fuentes. En varios países afectados, los recursos de que se dispone son
claramente inferiores a las necesidades. Además, los programas de sustitución
de cultivos, en particular en América Latina, dependen del acceso a los mercados
de los productos agrícolas. Las demoras en la conclusión de las negociaciones
comerciales multilaterales de la Ronda Uruguay y otros obstáculos impiden el
acceso a los mercados de los países desarrollados y han afectado negativamente
los resultados de estos programas.
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B. Producción, fabricación y oferta lícitas de
estupefacientes y sustancias sicotrópicas *

55. Según el Programa Mundial de Acción, debe mantenerse un equilibrio entre la
oferta y la demanda de materias primas, productos intermedios y productos
finales para fines lícitos, incluidos los médicos y científicos. El Programa
Mundial de Acción hace un llamamiento en favor de la cooperación y de la
asistencia internacional a fin de superar el problema de las existencias
excesivas de materias primas opiáceas.

56. Los gobiernos han seguido proporcionando a la JIFE estimaciones de sus
necesidades anuales legítimas de estupefacientes, de conformidad con la
Convención Unica de 1961 sobre Estupefacientes. La aplicación del sistema de
estimaciones mundiales, juntamente con el sistema de datos estadísticos
administrados por la JIFE, ha permitido a los gobiernos en general limitar a las
necesidades legítimas la producción, la fabricación y el comercio lícitos de
estupefacientes; como resultado, la desviación de estupefacientes de
procedencias lícitas a destinos ilícitos ha seguido siendo relativamente poco
frecuente. Las desviaciones generalmente han resultado de las deficiencias en
la aplicación de medidas de fiscalización en el comercio internacional. Las
deficiencias también se extienden al sistema de estimaciones puesto que la
información suministrada por ciertos gobiernos en apoyo de estimaciones
complementarias es insuficiente o inexacta 5. En varios países, los mecanismos
de fiscalización excesivamente restrictivos han reducido involuntariamente la
disponibilidad de ciertas drogas para fines médicos. Los organismos
reguladores, las autoridades sanitarias nacionales y los profesionales de la
salud deberían seguir coordinando sus esfuerzos para lograr un equilibrio entre
las restricciones destinadas a impedir la desviación y la disponibilidad
suficiente de los medicamentos necesarios para fines médicos.

57. No todos los gobiernos han aplicado plenamente los mecanismos de
fiscalización exigidos por el Convenio sobre Sustancias Sicotrópicas de 1971 y
las medidas complementarias necesarias para regular el comercio internacional
propuestas por la JIFE y suscritas por los gobiernos en diversas resoluciones
del Consejo Económico y Social. La falta de esas medidas en algunos países de
exportación ha impedido vigilar eficazmente el comercio mundial de sustancias
sicotrópicas. Algunos gobiernos que son partes en el Convenio de 1971 no logran
fiscalizar desde hace varios años las nuevas sustancias incluidas por la
Comisión de Estupefacientes en las Listas de dicho Convenio 6. Así pues, pese a
que los gobiernos comenzaron a aplicar la resolución 1991/44 del Consejo
Económico y Social, de 21 de junio de 1991, procediendo a una evaluación de las
necesidades anuales legítimas de sustancias sicotrópicas y limitando las
importaciones y exportaciones a las necesidades médicas reales de los países
importadores, han seguido desviándose cantidades considerables de ciertas
sustancias sicotrópicas principalmente desde Europa hacia el tráfico ilícito en
los países en desarrollo.

58. Del 3 al 5 de marzo de 1993 se celebró en Estrasburgo (Francia) una
Conferencia sobre la Fiscalización del Comercio Internacional de Sustancias
Sicotrópicas en Europa, organizada por el Grupo Pompidou del Consejo de Europa

* Véanse las recomendaciones 22 a 27.
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en cooperación con la JIFE. En la Conferencia se llegó a la conclusión de que
los países exportadores tenían que hacer grandes esfuerzos para fiscalizar las
exportaciones de sustancias sicotrópicas con el fin de impedir su desviación,
pero que tales esfuerzos debían ir acompañados de un fortalecimiento de las
medidas reguladoras de la importación y la distribución en los países
importadores. Debería facilitarse asistencia financiera a los organismos
internacionales encargados de la fiscalización de los estupefacientes a fin de
permitirles un mejor desempeño de esas funciones.

59. Algunos gobiernos, en particular los de los países en desarrollo y los de
los nuevos Estados independientes de Europa, necesitan reforzar su sistema de
gestión de las drogas; debería prestárseles más ayuda para permitirles atender a
sus posibles necesidades legítimas de drogas en general y de estupefacientes y
sustancias sicotrópicas en particular, y reducir al mínimo el uso indebido de
drogas y los problemas de salud pública concomitantes.

60. Desde el decenio de 1980, la oferta mundial de materias primas opiáceas ha
superado en general al consumo mundial de opiáceos, lo que ha dado lugar a una
acumulación de existencias con los consiguientes costos financieros económicos y
sociales para los productores tradicionales de materias primas opiáceas. De
conformidad con diversas resoluciones del Consejo Económico y Social, la JIFE,
en cooperación con los gobiernos, se ha esforzado por conseguir un equilibrio a
largo plazo entre la oferta y la demanda de opiáceos mediante: a) la
reabsorción de los excedentes de existencias y b) la limitación de la producción
al nivel del consumo real de opiáceos. A instancias de la JIFE, los gobiernos
de los principales países productores han limitado sus zonas de cultivo de
adormidera y se han abstenido de todo aumento de la producción. Además, los
principales países importadores han seguido teniendo presentes las resoluciones
pertinentes del Consejo Económico y Social cuando han tenido que importar
materias primas opiáceas.

61. A nivel nacional, algunos países parecen tener dificultades para evaluar
sus necesidades internas de opiáceos. Además, las limitaciones resultantes del
temor a la toxicomanía siguen reduciendo la disponibilidad de opiáceos para
fines médicos en muchos países. La mayoría de los principales países
productores han reducido su producción para ajustarla a su consumo real. Por
otra parte, a raíz de la publicación en 1989 de un informe especial preparado
conjuntamente por la JIFE y la OMS de conformidad con la resolución 1989/15 del
Consejo Económico y Social, de 27 de mayo de 1989 7, varios gobiernos han
procedido a una nueva evaluación de sus necesidades médicas de opiáceos y han
tomado medidas para facilitar su disponibilidad.

C. Cooperación multilateral *

62. El Programa Mundial de Acción se centra en las tres esferas principales que
han de promoverse en un contexto multilateral: a) la elaboración de estrategias
subregionales; b) la definición de otros programas de desarrollo y de
sustitución de cultivos, con el apoyo, en particular, de las instituciones
financieras internacionales (el Programa Mundial de Acción declara que debe

* Véanse las recomendaciones 28 a 30.
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alentarse a las instituciones financieras a que consideren, conjuntamente con el
Programa de las Naciones Unidas para la Fiscalización Internacional de Drogas,
las consecuencias económicas y sociales del tráfico de drogas al analizar la
situación económica de los países), y c) una mayor participación de los
organismos especializados y demás órganos de las Naciones Unidas, así como de
las instituciones financieras internacionales, en las actividades de prevención
y otros programas de desarrollo y sustitución de cultivos.

63. En diversas partes del mundo se están elaborando estrategias subregionales,
pero a un ritmo y en formas que varían según los problemas y condiciones
especiales que prevalecen en cada subregión. En algunos casos, el concepto
básico aplicado a nivel nacional se está utilizando para establecer acuerdos
estructurados que abarcan a varios países de una subregión. Los Estados
reconocen cada vez más el valor de este enfoque como instrumento práctico para
mejorar la coordinación y, por lo tanto, la eficacia de las medidas de
fiscalización de estupefacientes llevadas a cabo en común por los países
pertenecientes a una subregión determinada.

64. La cooperación subregional por lo que respecta a las actividades de
fiscalización de estupefacientes se está también ampliando en el marco de los
mecanismos regionales que funcionan actualmente en virtud de mandatos más
amplios. Esta cooperación podría consistir en la creación de comités o grupos
de estudio especializados, en la iniciación y aplicación de programas técnicos y
en la celebración periódica de consultas adecuadas.

65. Los siguientes ejemplos de actividades llevadas a cabo en el ámbito
subregional ilustran el tipo y el alcance de la cooperación que ha tenido lugar
desde que se aprobó el Programa Mundial de Acción. En el Asia sudoriental se
concertó en junio de 1992 un acuerdo con miras a un programa subregional de
fiscalización de drogas entre el Programa de las Naciones Unidas para la
Fiscalización Internacional de Drogas y los Gobiernos de China, Myanmar
y Tailandia; en la misma región, la Asociación de Naciones del Asia Sudoriental
(ASEAN) de la que forman parte Brunei Darussalam, Filipinas, Indonesia, Malasia,
Singapur y Tailandia, ha proseguido activamente sus actividades de fiscalización
de drogas mediante reuniones de altos funcionarios de la ASEAN sobre cuestiones
de drogas y programas de cooperación con los Estados Unidos, el Programa de las
Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), la CE, etc.

66. El Foro del Pacífico Meridional ha iniciado programas de cooperación
regional en materia de servicios de represión para combatir el problema de las
drogas. La Asociación del Asia Meridional para la Cooperación Regional (SAARC)
prosigue sus actividades de fiscalización mediante un comité técnico para la
prevención del tráfico y el uso indebido de drogas. Entre 1988 y 1992, el
comité llevó a cabo 20 programas subregionales importantes con la participación
de autoridades responsables y otros profesionales en la esfera de los servicios
de represión y reducción de la demanda. La Oficina del Plan de Colombo, que
incluye 26 países asiáticos, ha proseguido sus actividades regionales mediante
su Programa de Actividades Consultivas sobre Drogas a fin de promover la
capacidad regional en materia de fiscalización y prevención internacionales del
uso indebido y el tráfico ilícito de drogas. La Organización de Cooperación
Económica, de la que forman parte el Afganistán, el Irán (República Islámica
del), el Pakistán y Turquía, y varios Estados miembros de la Comunidad de
Estados Independientes han creado comités de lucha contra los estupefacientes.
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El 28 de octubre de 1992, la Conferencia Ministerial en el 29º período de
sesiones de la Subcomisión sobre el Tráfico Ilícito de Drogas y Asuntos Conexos
en el Cercano Oriente y el Oriente Medio aprobó la Declaración de Teherán, una
declaración regional de política y cooperación*. En Africa, la cooperación se
está estableciendo en torno a las instituciones regionales existentes que
trabajan en pro de la integración económica. Desempeña un papel importante la
Comunidad Económica de Estados del Africa Central, que ha decidido aplicar una
estrategia común para hacer frente a los problemas de la droga en sus Estados
miembros. En América Latina, la Comisión Interamericana para el Control del
Abuso de Drogas (CICAD) de la Organización de Estados Americanos (OEA) se ocupa
activamente de la reducción de la demanda y desarrolla medidas de represión.
En Centroamérica, los Jefes de Gobierno de los Estados que asistieron a la
Conferencia Centroamericana contra la Droga, celebrada en la Ciudad de Belice el
19 de febrero de 1993, aprobaron un amplio programa regional de fiscalización de
drogas que figura como anexo a la Declaración de Belice, para su aplicación por
la Comisión Permanente Centroamericana para la Erradicación de la Producción, el
Tráfico, el Consumo y el Uso de Drogas y Sustancias Ilícitas. El Grupo de
Dublín, del que forman parte todos los Estados de la CE, así como Australia, el
Canadá, los Estados Unidos, el Japón y Suecia, se creó como mecanismo oficioso
consultivo encargado de coordinar los esfuerzos para fiscalizar el uso indebido
de drogas de sus Estados miembros, incluidas las medidas para reducir la oferta.

67. La cooperación multilateral se ha centrado también en determinados países
que requieren una atención y una asistencia particulares por encontrarse en
circunstancias desfavorables. En el Líbano, por ejemplo, se celebró en Beirut,
en octubre de 1992, una consulta técnica entre organismos sobre asistencia para
la fiscalización de estupefacientes patrocinada por el Programa de las Naciones
Unidas para la Fiscalización Internacional de Drogas; la consulta dio lugar a un
acuerdo para proceder a la elaboración de un programa integrado de desarrollo de
la zona, con la participación de diversos organismos de las Naciones Unidas,
tales como el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, el PNUD, la
Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación y
la OMS. Igualmente se ha prestado atención a la situación en el Afganistán,
donde una iniciativa multilateral de las Naciones Unidas tiene por objeto
establecer una estrategia de rehabilitación basada en los programas de lucha
contra las drogas.

68. Por lo que respecta a otras esferas de cooperación multilateral definidas
en el Programa Mundial de Acción, actualmente todas las partes, donantes y
beneficiarios inclusive, aceptan en general las relaciones complementarias del
Programa de las Naciones Unidas para la Fiscalización Internacional de Drogas y
de las instituciones financieras internacionales por lo que respecta a la
cuestión de las drogas. Si se considera que el objetivo último de las
instituciones financieras internacionales es el desarrollo global, tienen una
función importante que desempeñar en el problema de la droga.

* En su resolución 2(XXXVI), de 7 de abril de 1993, la Comisión de
Estupefacientes en su 36º período de sesiones se asoció al espíritu que inspiró
la firma de la Declaración de Teherán y pidió al Secretario General que señalara
dicha Declaración a la atención de todos los gobiernos.
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69. El Fondo Monetario Internacional ha indicado que el problema de la droga es
una de las cinco prioridades mundiales. El Banco Mundial, al centrar su
atención en la reducción de la pobreza y el alivio de los problemas sociales de
las capas más bajas de la sociedad, ha abierto nuevas vías de cooperación entre
las instituciones financieras y los organismos de las Naciones Unidas con
experiencia en la esfera social. Una misión preparatoria reciente llevada a
cabo por el Programa de las Naciones Unidas para la Fiscalización Internacional
de Drogas y el Banco Interamericano de Desarrollo dio los primeros pasos hacia
la elaboración y ejecución conjunta de planes y programas relacionados con las
drogas en los países con problemas importantes a ese respecto. El Banco
Interamericano de Desarrollo también ha invitado al Programa a participar en un
programa planificado para Colombia sobre el medio ambiente.

70. El Banco Mundial ha preparado recientemente diversos estudios en los que se
analizan los efectos macroeconómicos de la industria de la coca; estos estudios
son de interés directo para la aplicación de estrategias de desarrollo de
cultivos de sustitución en los países más afectados. El Banco Mundial ha
declarado también que tiene intención de participar cada vez más en la lucha
contra el Virus de la inmunodeficiencia humana (VIH) y el síndrome de
inmunodeficiencia adquirida (SIDA) y problemas conexos, que amenazan con frenar
el desarrollo económico global en los países más expuestos. A este respecto,
está a punto de contribuir al financiamiento de un programa nacional brasileño
contra el VIH y el SIDA.

71. Las crecientes actividades multilaterales en la esfera de la fiscalización
de los estupefacientes se reflejan en el hecho de que se haya invitado al
Programa de las Naciones Unidas para la Fiscalización Internacional de Drogas a
participar en las reuniones de grupos consultivos patrocinadas por el Banco
Mundial para los países con graves problemas de droga. Las reuniones de los
grupos examinan cuestiones económicas y sociales y ofrecen una oportunidad de
diálogo entre los funcionarios estatales competentes y los representantes de los
principales países e instituciones donantes y acreedores. Además, el Banco
Mundial y la CE han aceptado una invitación del Programa para preparar un
estudio conjunto sobre los efectos de la economía de la droga en Pakistán.
Con respecto al Líbano, en donde el Programa está por presentar un programa
principal, se ha acordado con el Banco Mundial que mantendrán contactos
estrechos a fin de evitar toda duplicación de actividades.

72. Es posible que la crisis de la deuda siga siendo un grave obstáculo para el
desarrollo, en particular en los países más pobres, durante los años venideros.
De hecho, juntamente con la interdependencia actualmente reconocida entre el
tráfico de drogas y la pobreza, por una parte, y el desarrollo de cultivos de
sustitución, la reducción de la deuda y las oportunidades de comercio, por otra,
ha inducido al Programa de las Naciones Unidas para la Fiscalización
Internacional de Drogas a desarrollar la noción innovadora del trueque de la
deuda por el desarrollo alternativo. Esta idea fue examinada por la Comisión en
su 35º período de sesiones y será objeto de ulterior estudio por el Programa.
Si varios países deudores y acreedores ponen en práctica esta idea, podría
contribuir a aliviar la carga de la deuda, acelerar el desarrollo global
mediante otras formas de desarrollo y reducir la oferta de drogas ilícitas,
contribuyendo así a los esfuerzos mundiales para combatir el problema de la
droga.
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D. Mecanismos de vigilancia y fiscalización *

73. Para alcanzar el objetivo general de limitar la oferta de drogas a los usos
médicos y científicos, el Programa Mundial de Acción establece que los gobiernos:
a) deberán reforzar sus sistemas nacionales e internacionales de fiscalización de
estupefacientes y sustancias sicotrópicas; b) deberán establecer sistemas de
vigilancia y fiscalización que permitan la aplicación de los artículos 12 y 13 de
la Convención de 1988, y c) deberán desarrollar y fortalecer sus administraciones
farmacéuticas y laboratorios de fiscalización.

74. Los gobiernos han venido manteniendo un estrecho diálogo con la JIFE para
lograr la aplicación en todo el mundo de las disposiciones de los tratados de
fiscalización internacional de drogas. La JIFE ha señalado a la atención de la
comunidad internacional las deficiencias y los problemas de los esfuerzos
nacionales de fiscalización de drogas, en particular mediante sus informes
anuales al Consejo Económico y Social. Todos los años realiza algunas misiones a
los países para investigar sobre el terreno la situación de la fiscalización de
drogas y proponer posibles medidas correctoras a los gobierno s y a las
organizaciones internacionales.

75. Administradores de la fiscalización de drogas de muchos países participaron
en seminarios regionales de capacitación de la JIFE en Asia (Beijing, del 8 al
12 de junio de 1992), Oceanía (Melbourne, del 15 al 19 de junio de 1992) y Africa
(Abidján, del 14 al 18 diciembre de 1992, y Nairobi, del 16 al 21 de diciembre
de 1991), que ayudaron a promover los objetivos de las convenciones en la esfera
de la fiscalización nacional e internacional de la fabricación y el comercio de
estupefacientes y sustancias sicotrópicas. La JIFE ha cooperado también
estrechamente con organizaciones regionales como la CICAD y la Secretaría
Permanente del Acuerdo Sudamericano sobre Estupefacientes y Psicotrópicos (ASEP)
en relación con esa capacitación en las Américas. Para alcanzar los objetivos de
las convenciones en esta esfera se necesitan una capacitación más regular en
todas las regiones del mundo y un interés renovado de los gobiernos por la
fiscalización del movimiento lícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas.

76. Los gobiernos y los órganos internacionales competentes han adoptado
individual y colectivamente algunas medidas para establecer sistemas nacionales,
regionales e interregionales de vigilancia y fiscalización con objeto de impedir
el desvío de precursores hacia el tráfico ilícito**. Se han celebrado una

* Véanse las recomendaciones 31 a 36.

** Bolivia y Colombia han pedido recientemente ayuda externa para
arbitrar medidas de fiscalización del comercio de precursores y productos
químicos esenciales necesarios para obtener cocaína de las hojas de coca. En el
Perú, en virtud de una ley aprobada en 1992, los productos químicos y los
insumos, directa o indirectamente destinados a la preparación de la pasta de coca
básica, pasta lavada y clorhidrato de cocaína están sujetos a fiscalización e
inspección. El Ministerio de Industria, Comercio, Turismo, Integración y
Comercio Internacional se ha reunido con la Sociedad Nacional de Industrias y con
varios dirigentes de la asociación de empresas interesadas en la producción y
comercialización de sustancias químicas con miras a facilitar la cooperación por
medio de un intercambio regular y adecuado de información.
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serie de reuniones regionales e internacionales para adoptar mecanismos y
procedimientos. En algunas de esas reuniones se ha instado a los Estados a
aplicar provisionalmente las medidas de fiscalización de la Convención de 1988,
incluso antes de que pasen a ser oficialmente partes en esa Convención.

77. En virtud del párrafo 12 del artículo 12 de la Convención de 1988, se pide
a los Estados partes que presenten anualmente a la Junta información sobre la
incautación de sustancias enumeradas en los cuadro s I y II de dicha Convención,
sobre las sustancias que no figuran en dichos cuadros, pero de las que se sepa
que se emplean en la fabricación ilícita de drogas, y sobre los métodos de
desviación y de fabricación ilícita. En su informe de 1992, la Junta observó
con preocupación que, para 1991, más de la mitad de los Estados partes no habían
presentado los datos solicitados 8.

78. En relación con las campañas internacionales, algunos gobiernos y órganos
internacionales han participado en dos grupos de trabajo establecidos por la
Conferencia sobre Operaciones de Fiscalización de Productos Químicos, celebrada
en Lyon (Francia) del 17 al 20 de diciembre de 1991. Los grupos de trabajo han
adoptado acuerdos detallados para la utilización de la red de bases de datos
internacionales y han elaborado directrices para ofrecer orientación concreta a
los países de exportación, importación y tránsito sobre la información necesaria
para detectar operaciones sospechosas. Se han difundido las directrices para
que las utilicen las autoridades nacionales.

79. En el plano regional, la CICAD ha organizado una serie de seminarios para
informar a los gobiernos de las políticas, las leyes y los programas necesarios
para adoptar su reglamento modelo de fiscalización de precursores y sustancias
químicas, maquinaria y materiales, de conformidad con el artículo 12 de la
Convención de 1988. Varios Estados miembros de la OEA han promulgado desde
entonces leyes nacionales en consonancia con ese reglamento modelo. Deben
fomentarse iniciativas similares en otras regiones.

80. Los nuevos reglamentos aprobados por la CE han reforzado las medidas
existentes para desalentar el desvío de precursores y productos químicos
esenciales hacia la fabricación ilícita, de conformidad con las recomendaciones
formuladas por el Grupo de Trabajo de Acción Química establecido por los Jefes
de Estado o de Gobierno del grupo de las siete principales naciones
industrializadas y el Presidente de la Comisión de las Comunidades Europeas en
su 16ª reunión anual en la cumbre sobre cuestiones económicas, celebrada en
Houston (Texas) en julio de 1990. Además, la CE y una serie de países
preocupados por ciertos riesgos de desviación (como la proximidad geográfica a
los países donde se fabrican drogas ilícitamente) han celebrado acuerdos sobre
particulares requisitos de exportación para los envíos a esos países de
sustancias incluidas en las listas. Entre otras iniciativas, la CE estudia
planes generales con países o grupos de países (como la región de la ASEAN y los
países de Europa central y oriental) con objeto de ayudar a crear las
estructuras administrativas necesarias para la fiscalización eficaz de los
productos químicos.

81. El Grupo Pompidou del Consejo de Europa ha adoptado iniciativas, orientadas
hacia los nuevos Estados independientes de Europa, en relación con la
fiscalización de precursores, señalando a la atención de los gobiernos de la
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región la labor y las recomendaciones del Equipo de Tareas sobre sustancias
químicas y elaborando una estrategia europea coherente.

82. Las solicitudes de los Estados de asistencia del Programa de las Naciones
Unidas para la Fiscalización Internacional de Drogas para crear o reforzar
laboratorios de detección de drogas y de fiscalización farmacéutica han
aumentado. Entre 1991 y 1992 se crearon o reforzaron 63 laboratorios en
58 Estados. Los gobiernos han reconocido la utilización de químicos forenses
debidamente capacitados, no sólo para analizar drogas y productos químicos sino
también para prestar asesoramiento sobre una amplia variedad de aspectos
científicos de la fiscalización de drogas. Algunos Estados han iniciado
programas nacionales de capacitación para sus químicos forenses. Además, entre
1991 y 1992, el Programa de las Naciones Unidas para la Fiscalización
Internacional de Drogas respondió a las solicitudes de 56 Estados organizando la
capacitación de 95 químicos forenses de esos Estados en su laboratorio de Viena
y en centros regionales y en instituciones colaboradoras.

83. Cada vez hay más laboratorios en muchos países que utilizan los métodos de
aceptación internacional publicados por el Programa de las Naciones Unidas para
la Fiscalización Internacional de Drogas para analizar sustancias sometidas a
fiscalización internacional y sus preparados farmacéuticos. Además, han
aumentado considerablemente los pedidos de sustancias de referencia de drogas
fiscalizadas que son esenciales para los laboratorios nacionales de ensayo de
drogas. Se enviaron a 53 países más de 2.300 muestras de sustancias de
referencia.

84. Las autoridades de policía y aduaneras de muchos países han aumentado sus
solicitudes de asistencia, especialmente en la esfera de la detección de drogas
sobre el terreno. Se facilitaron a 50 Estados que los solicitaron unos
600 juegos de instrumentos para identificación de drogas. Muchos Estados,
especialmente aquellos en que se sabe que existen laboratorios clandestinos, han
expresado también gran interés por el juego de instrumentos experimental del
Programa de las Naciones Unidas para la Fiscalización Internacional de Drogas
para la detección e identificación sobre el terreno de sustancias de los
cuadro s I y II de la Convención de 1988. Además, a solicitud de esos Estados,
el Programa está preparando directrices, que estarán disponibles en el curso
de 1993, para la investigación, incautación y desactivación de laboratorios
clandestinos y la eliminación segura de las drogas incautadas, así como de los
productos químicos y el equipo conexos.

85. Aunque los esfuerzos de los Estados por reforzar (individualmente o con
asistencia exterior) los laboratorios de detección de drogas y fiscalización
farmacéutica han tenido éxito en muchos países, subsisten algunos problemas, en
especial los siguientes: personal profesional y técnicos de laboratorio
insuficientes; dificultades técnicas derivadas de la inobservancia de buenas
prácticas de laboratorio; falta de mantenimiento y de servicios; presupuestos
modestos o inexistentes, y escasa o nula colaboración en el marco regional entre
los servicios de laboratorio.
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VI. REPRESION DEL TRAFICO ILICITO DE ESTUPEFACIENTES
Y SUSTANCIAS SICOTROPICAS*

A. Tráfico **

86. Tanto en la Declaración Política como en el Programa Mundial de Acción, la
Asamblea General subrayó la importancia de la adhesión universal a los tratados
de fiscalización internacional de drogas. Además, el Programa Mundial de Acción
preconizó que los Estados establecieran mecanismos eficaces contra el tráfico
ilícito, entre ellos diversas técnicas avanzadas de represión expuestas en la
Convención de 1988; la aplicación de disposiciones administrativas y de otra
índole para aumentar la cooperación entre los organismos a escala nacional,
regional e interregional, en particular en lo relativo a la comunicación mutua
de informaciones, y la prestación de asistencia, previa solicitud, en materia de
equipo, expertos y capacitación, concediendo atención especial a las necesidades
de los Estados de tránsito.

87. Con respecto a la adhesión de los Estados a los tratados internacionales de
fiscalización de drogas se han hecho progresos notables. Al 1º de junio
de 1993, 137 Estados habían pasado a ser partes en la Convención Unica de 1961
sobre Estupefacientes y en esa Convención enmendada por el Protocolo de 1972 9.
Había 24 Estados que habían pasado a ser partes solamente en la Convención Unica
de 1961 sobre Estupefacientes. Un solo Estado ratificó la Convención enmendada
por el Protocolo de 1972 durante el decimoséptimo período extraordinario de
sesiones de la Asamblea General. Quince de las partes en la Convención
enmendada por el Protocolo de 1972 lo eran solamente desde el decimoséptimo
período extraordinario de sesiones. De los 117 Estados partes en el Convenio
de 1971 al 1º de junio de 1993, 19 lo eran desde el decimoséptimo período
extraordinario de sesiones. Un Estado ratificó el Convenio de 1971 durante
el decimoséptimo período extraordinario de sesiones.

88. Además, al 1º de junio de 1993, 79 Estados habían pasado a ser partes en la
Convención de 1988. Antes de aprobar el Programa Mundial de Acción, sólo cinco
Estados habían ratificado esa Convención; un Estado la ratificó durante el
decimoséptimo período extraordinario de sesiones y 73 Estados se adhirieron a
ella después. La Convención de 1988 entró en vigor el 11 de noviembre de 1990.
Por consiguiente, el objetivo expresado en el Programa Mundial de Acción de que
la Convención entrase en vigor preferiblemente para finales de 1990 se había
alcanzado.

89. Sin embargo, en la actualidad muchos Estados, especialmente los gravemente
afectados por el uso indebido y el tráfico ilícito de drogas, no son partes en
los tratados de fiscalización internacional de drogas. Este es también el caso
de muchos de los Estados que han logrado su independencia en los tres últimos
años. Algunos Estados que fabrican sustancias sicotrópicas todavía no han
ratificado el Convenio de 1971.

* Véanse las recomendaciones 37 a 47.

** Véanse las recomendaciones 37 a 46.
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90. Para fomentar la cooperación internacional en la lucha contra el tráfico
ilícito y el uso indebido de drogas, el Programa Mundial de Acción pide a todos
los Estados que apliquen provisionalmente la Convención de 1988 en la medida en
que puedan hacerlo. Se comprende que muchos Estados tienen que hacer cambios
legislativos sustanciales para poder convertirse en partes en la Convención y
que la promulgación de esas leyes es a menudo un proceso que requiere tiempo.
Por ello, varios Estados han adoptado medidas apropiadas que les permiten
aplicar las disposiciones de esa Convención mientras terminan de preparar la
amplia legislación necesaria para su ratificación.

91. Muchos Estados han solicitado la asistencia del Programa de las Naciones
Unidas para la Fiscalización Internacional de Drogas para preparar las medidas
legislativas y administrativas necesarias que les permitan ratificar la
Convención de 1988. En los dos últimos años, el Programa ha prestado asistencia
jurídica a más de 40 Estados. Esa asistencia ha comprendido trabajos para
reelaborar por completo las leyes de fiscalización de drogas y armonizar las
legislaciones nacionales. Se ha prestado asistencia a otros Estados para
redactar de nuevo parcialmente leyes o elaborar otras nuevas en esferas como la
asistencia judicial recíproca, la entrega vigilada, el decomiso o la
extradición.

92. Varios Estados han prestado asesoramiento y asistencia jurídica y técnica a
otros Estados que lo han solicitado, para que éstos pudieran adaptar su
legislación nacional a los convenios y decisiones internacionales relativos al
uso indebido y el tráfico ilícito de drogas. Esa asistencia ha incluido la
prestación de asesoramiento sobre la elaboración de nuevas leyes y la
capacitación de legisladores parlamentarios, jueces y fiscales. Además,
mediante institutos y organizaciones regionales, algunos Estados han prestado
asistencia a otros en la elaboración de leyes modelo o la financiación de la
designación de redactores de textos legales.

93. La información que los Estados partes en los tratados internacionales sobre
fiscalización de drogas han de suministrar sobre la aplicación de cada
convención en sus territorios es de importancia fundamental para la evaluación
de los progresos hechos en la aplicación, no sólo a nivel nacional, sino en
relación a las otras partes en el marco de una cooperación internacional bien
reglamentada. Se reconoce que de esta manera muchos Estados proporcionan textos
de sus leyes y reglamentos que tratan específicamente de las actividades de
fiscalización de drogas. Estos textos son debidamente referenciados y
publicados por el Programa para que haya una referencia apropiada y puedan
utilizarlos todos los Estados. Con este proceso de información se obtendrían
más beneficios si los Estados además proporcionaran ejemplares de las
disposiciones de los textos legislativos generales como códigos penales, códigos
de procedimiento penal y leyes de extradición que guarden relación con la
fiscalización de drogas.

94. Los Estados han hecho progresos considerables en la concertación de
acuerdos bilaterales, regionales o multilaterales encaminados a reprimir el
tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas. Muchos Estados
han concertado acuerdos o medidas con Estados vecinos o de la misma región para
cooperar en la eliminación del tráfico ilícito de drogas. Además, algunos
Estados han concertado acuerdos con otros Estados para la prestación de
asesoramiento o asistencia técnicos. Muchos Estados han concertado tratados de
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asistencia judicial recíproca que complementan y amplían las obligaciones
establecidas en el artículo 7 de la Convención de 1988. Varios Estados han
concertado también formas perfeccionadas de tratados bilaterales de extradición
que facilitan la de las personas acusadas o condenadas por tráfico de drogas o
blanqueo de dinero derivado de actividades de tráfico de drogas. Cuatro Estados
han negociado acuerdos para cooperar en la prevención del tráfico ilícito de
drogas por mar. Varias organizaciones regionales han elaborado importantes
tratados multilaterales que aumentan las obligaciones de cooperación de la
Convención de 1988. Ejemplos de esos tratados son el Convenio del Consejo de
Europa sobre el blanqueo, la investigación, la incautación y el decomiso del
producto del delito, el Convenio de la Asociación del Asia Meridional para la
Cooperación Regional sobre estupefacientes y sustancias sicotrópicas, la
Convención sobre asistencia recíproca en asuntos penales de la Comunidad
Económica de los Estados del Africa Occidental (CEDEAO) y la Convención
interamericana sobre asistencia recíproca en asuntos penales de la OEA. Aunque
esas convenciones multilaterales representan una importante contribución al
fomento de la cooperación regional en la investigación y represión del tráfico
ilícito de drogas y de los delitos de blanqueo de dinero, queda mucho por hacer
para lograr su pronta entrada en vigor y su aplicación plena.

95. No se dispone de información suficiente para evaluar con exactitud la
medida en que los Estados han tenido éxito al intensificar sus esfuerzos por
reprimir o erradicar el tráfico ilícito dentro de sus fronteras. Muchos Estados
han informado sobre los recursos que han venido dedicando a la prohibición del
tráfico de drogas y sobre la asistencia que necesitan. Esa información no se ha
catalogado aún de forma sistemática. Sin embargo, es evidente que varios
Estados perjudicados por el tráfico de drogas carecen de la coordinación
apropiada en el plano nacional, de un sistema de información confidencial sobre
las drogas que sirva a todos los organismos de aplicación de las legislación
sobre drogas y de otros medios recomendados por el Plan amplio
y multidisciplinario de actividades futuras y por el Programa Mundial de Acción.
Cabe recordar al respecto que, en virtud del objetivo 17 del Plan amplio
y multidisciplinario de actividades futuras, se instó a los Estados partes a que
designaran organismos de coordinación similares a los previstos en el párrafo a)
del artículo 35 de la Convención de 1961 y en el párrafo a) del artículo 21 del
Convenio de 1971.

96. Algunos Estados prestan asistencia bilateral a otros, en gran parte en
relación con problemas comunes suscitados por las fuentes del tráfico ilícito y
por las rutas utilizadas. Esto se aplica especialmente a Estados de América del
Norte y de Europa que, al ser los mercados principales de las drogas ilícitas,
se enfrentan con un tráfico persistente y extenso. Cada vez prestan más
asistencia esos Estados a los Estados de tránsito, aunque, en la mayoría de los
casos, sólo cuando se ha comprobado sin lugar a dudas la existencia de algún
tipo de tráfico ilícito a través de esos Estados. La asistencia bilateral,
principalmente en forma de organización de visitas de asesoramiento, seminarios,
capacitación y becas y suministro de equipo, en algunas ocasiones da lugar a
duplicaciones y superposiciones. Si bien ha aumentado el volumen de asistencia
durante el último año, todavía es insuficiente para las necesidades de los
países receptores.

97. Se han introducido algunas iniciativas regionales, sobre todo por parte de
la ASEAN, el Consejo de Europa, la CE, la CICAD y la Asociación del Asia
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Meridional para la Cooperación Regional, en virtud de las cuales se han adoptado
políticas de cooperación en la esfera de la fiscalización de drogas, juntamente
con medidas de alcance más amplio. En reuniones subregionales y regionales
especiales se ha estudiado el tráfico de drogas, ya sea específicamente o en
relación con otras cuestiones. Un número creciente de Estados están utilizando
las reuniones regionales de los Jefes de Organismos Nacionales Encargados de la
Lucha contra las Drogas (HONLEA). Las reuniones de HONLEA atraen mayor número
de participantes con la formación y la experiencia apropiadas, lo que garantiza
progresivamente la adecuada representación de los organismos de policía, aduanas
y de otra índole con competencia en la aplicación de la legislación sobre
drogas. Los programas de las reuniones de HONLEA se han centrado en la
utilización de las medidas y técnicas expuestas en la Convención de 1988, el
Plan amplio y multidisciplinario de actividades futuras y el Programa Mundial de
Acción. La estrategia internacional de capacitación en materia de aplicación de
la legislación sobre drogas solicitada por el Consejo Económico y Social en su
resolución 1988/12, de 25 de mayo de 1988, fue aprobada en 1991 por las
reuniones de HONLEA celebradas en Africa, América Latina y el Caribe y Asia y el
Pacífico. El Manual de capacitación de las Naciones Unidas para la lucha contra
la droga: Guía para los funcionarios de policía y otros agentes de la
autoridad , preparado por el Programa de las Naciones Unidas para la
Fiscalización Internacional de Drogas para los fines de esa estrategia, está ya
disponible. Las reuniones, seminarios especiales de capacitación y de
operaciones y grupos de trabajo organizados por el Consejo de Cooperación
Aduanera (CCA), la Organización Internacional de Policía Criminal
(OIPC/Interpol) y otras organizaciones intergubernamentales contribuyen a los
esfuerzos en esa esfera.

98. Varios Estados han logrado progresos considerables en la aplicación de las
leyes sobre drogas de acuerdo con las recomendaciones contenidas en el Programa
Mundial de Acción, pero sin uniformidad en el plano nacional ni en el regional.
Varios Estados que son partes en los tratados de fiscalización internacional de
drogas, especialmente en la Convención de 1988, carecen todavía de capacidad
desde el punto de vista de los recursos y los conocimientos especializados para
aplicar eficazmente las disposiciones sobre el tráfico ilícito. Se dice a veces
que el costo de disuadir a los traficantes de drogas de operar en algunos
Estados está por encima de lo que las economías nacionales pueden soportar. En
algunos Estados, la adopción de las técnicas innovadoras recomendadas en el Plan
amplio y multidisciplinario de actividades futuras y en la Convención de 1988,
como las entregas vigiladas, se ve obstaculizada por acuerdos administrativos
nacionales antiguos y arraigados. De igual forma, la cooperación internacional
contra el blanqueo de dinero, de conformidad con la Convención de 1988, se ve
dificultada por las prácticas bancarias de algunos Estados.

99. Cada vez hay más Estados que analizan los métodos y rutas utilizados por
los traficantes, vigilándolos continuamente y compartiendo esa información
mediante boletines informativos mensuales, trimestrales o anuales. El Programa
de las Naciones Unidas para la Fiscalización Internacional de Drogas recibe
regularmente por lo menos 15 de esos boletines. Sobre la base de la información
suministrada por los Estados, tanto el CCA como la OIPC/Interpol publican
semanal o quincenalmente documentos de información confidencial sobre drogas a
los que se da amplia difusión. Desde 1990, 88 Estados, como promedio anual, han
compartido esos datos mediante el sistema de la OIPC/Interpol. Regularmente
54 Estados miembros transmiten información confidencial al CCA para su
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publicación y otros 20 lo hacen con carácter irregular. Una importante
innovación reciente en esa esfera ha sido la introducción de un boletín mensual
para la región de Asia y el Pacífico preparado por la oficina regional de
información confidencial del CCA en Hong Kong. Trece de los 18 Estados miembros
del CCA en la región intercambian información por medio de ese boletín, que está
destinado principalmente a los servicios de aduanas. Análogamente, los informes
recibidos de los Estados en cumplimiento de obligaciones impuestas por los
tratados internacionales proporcionan materiales para su inclusión en
publicaciones trimestrales que detallan las incautaciones importantes
relacionadas con el tráfico ilícito, así como en informes preparados por las
reuniones de HONLEA y por la Subcomisión sobre Tráfico Ilícito de Drogas
y Asuntos Conexos en el Cercano Oriente y el Oriente Medio. Los programas de
las reuniones de HONLEA incluyen invariablemente un tema sobre el intercambio de
experiencias sobre los acontecimientos más recientes del tráfico ilícito.

100. Hay que subrayar la importancia de reunir información general sobre la
amplitud de las medidas adoptadas por los Estados, tanto individual como
bilateralmente. La falta de esa información puede obstaculizar la planificación
y ejecución de iniciativas subregionales y regionales que requieran compartir
información. Se necesita especialmente una mayor coordinación internacional con
respecto a la capacitación prestada bilateral y regionalmente por las
organizaciones internacionales en respuesta a solicitudes de los Estados.
Teniendo en cuenta lo difundida que está la prestación de capacitación
bilateral, es necesario conocer los detalles de los proyectos pertinentes para
evitar duplicar esfuerzos y malgastar recursos. Se ha producido una clara
mejora en la información suministrada para su inclusión en el calendario de
capacitación internacional en materia de aplicación de la legislación sobre
drogas que administra el Programa de las Naciones Unidas para la Fiscalización
Internacional de Drogas.

101. Desde un punto de vista más general, el aprovechamiento en común de
información sobre una amplia variedad de asuntos es esencial para que la
cooperación esté a la altura de los objetivos del Programa Mundial de Acción.
Se deben facilitar detalles sobre los organismos nacionales de represión
encargados de la lucha contra la droga, los comités nacionales de coordinación
designados para velar por la cooperación funcional entre todos esos organismos,
y el equipo y la asistencia material prestados por otros Estados para las
actividades de aplicación de la legislación sobre drogas. Se necesitan mejores
niveles de comunicación de informaciones, ya que varios Estados no informan en
absoluto a las organizaciones internacionales y otros no lo hacen regularmente o
suministran una información insuficiente. Además, hay que facilitar más
información sobre las incautaciones de drogas ilícitas y los métodos y las rutas
del tráfico de drogas.

B. Distribución *

102. El Programa Mundial de Acción pide a los Estados que intensifiquen sus
esfuerzos nacionales para contener y erradicar el comercio y la distribución
internos ilícitos de narcóticos y sustancias sicotrópicas.

* Véase la recomendación 47.
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103. En algunos Estados es difícil distinguir entre el comercio y la
distribución internos de estupefacientes y sustancias sicotrópicas que son
claramente ilícitos (es decir, contrarios a las medidas reguladoras impuestas
por el gobierno) y el suministro de sustancias para atender auténticas
necesidades médicas en circunstancias en que las medidas reguladoras de las
drogas y sus mercados son inexistentes o insuficientes. La fiscalización de las
drogas destinadas al uso lícito es insuficiente en muchos Estados, especialmente
de la región africana. A menudo se subestiman los problemas internos de
distribución, especialmente en lo que se refiere a las sustancias sicotrópicas;
en algunos Estados, por ejemplo, hay sistemas paralelos e incontrolados de
distribución que representan más del 50% de la red de suministro de las drogas
distribuidas; además hay suministros complementarios de las mismas sustancias
sicotrópicas que son claramente ilícitos (desde el punto de vista de la
fiscalización de las importaciones y la distribución). Un aspecto positivo es
que un reducido número de Estados han adoptado medidas para introducir la
reglamentación y fiscalización adecuadas de los suministros lícitos como
componente esencial de un amplio plan directivo nacional.

104. La sexta reunión de HONLEA (Africa) recomendó medidas que los Estados de
esa región deben tomar para impedir la desviación de narcóticos y sustancias
sicotrópicas y precursores hacia usos ilícitos y para vigilar y fiscalizar
estrechamente el sistema de distribución paralelo de medicinas que contienen
narcóticos y sustancias sicotrópicas que se lleva a cabo fuera del sistema de
distribución oficial legalmente establecido.

VII. MEDIDAS QUE DEBEN ADOPTARSE CONTRA LOS EFECTOS DEL DINERO
PROCEDENTE DEL TRAFICO ILICITO DE DROGAS, UTILIZADO PARA
ESE TRAFICO O DESTINADO A EL, LAS CORRIENTES FINANCIERAS
ILEGALES Y LA UTILIZACION ILEGAL DEL SISTEMA BANCARIO*

105. Las medidas concretas que se espera que tomen los Estados para aplicar las
disposiciones pertinentes del Programa Mundial de Acción en relación con el
presente tema comprenden la promulgación de disposiciones legislativas
apropiadas y la creación de mecanismos adecuados. Debe darse prioridad a la
aplicación de la Convención de 1988 que, en su artículo 3, obliga a las partes a
hacer del blanqueo de dinero relacionado con la droga una infracción penal y, en
su artículo 5, dispone el decomiso del producto obtenido del tráfico ilícito de
drogas y de los instrumentos utilizados en ese tráfico. También debe procederse
a concertar acuerdos bilaterales, regionales y multilaterales sobre esas
cuestiones. Se debe promover la reunión y el intercambio de información
pertinente entre los Estados, en beneficio de éstos. Los Estados deben examinar
la posibilidad de utilizar el producto decomisado para actividades de lucha
contra el uso indebido y el tráfico ilícito de drogas, incluidos los proyectos
de las Naciones Unidas relacionados con las drogas.

106. De los 79 Estados partes en la Convención de 1988 al 1º de junio de 1993,
47 han presentado al Secretario General el texto de las disposiciones legales
que han adoptado contra el blanqueo de dinero, de conformidad con el
inciso e) del párrafo 4 del artículo 5 de esa Convención. Algunos de esos

* Véanse las recomendaciones 48 a 51.
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Estados han promulgado tanto disposiciones penales sobre el blanqueo de dinero
como leyes generales de decomiso*. Dos Estados han introducido también
disposiciones obligatorias sobre comunicación de información relativa a las
operaciones en divisas entre países. Aunque varios Estados han impuesto el
requisito de que las instituciones financieras informen sobre las operaciones
sospechosas, otros han desarrollado sistemas de información voluntaria. Aunque
la eficacia de las disposiciones legales adoptadas en diversos Estados no puede
evaluarse exactamente, cabe deducir resultados positivos del aumento registrado
de los bienes decomisados en algunos Estados. En la actualidad no hay ninguna
organización que lleve estadísticas sobre las incautaciones y los decomisos a
nivel mundial.

107. Varios Estados han negociado tratados bilaterales amplios de asistencia
judicial recíproca, algunos de los cuales se refieren en particular a la
detección, el embargo preventivo y el decomiso del producto de la droga**.
Además, muchos de esos instrumentos ofrecen una amplia variedad de asistencia
para la investigación y represión de los delitos de blanqueo de dinero. Varios
Estados han prestado también asistencia mutua en la investigación del blanqueo
de dinero sobre la base de arreglos oficiosos.

108. El Grupo Especial de Expertos Financieros sobre el blanqueo de capitales,
establecido por los jefes de Estado o de gobierno del grupo de las siete
principales naciones industrializadas y por el Presidente de la CCE en su
15ª reunión anual en la cumbre sobre cuestiones económicas, celebrada en París
en julio de 1989, formuló 40 recomendaciones orientadas a mejorar los sistemas
jurídicos nacionales, aumentar el papel de las instituciones financieras y
reforzar la cooperación internacional contra el blanqueo de dinero. El Grupo
Especial de Expertos Financieros está adoptando medidas para que los Estados
conozcan esas recomendaciones y respondan a su ejecución. Se está dando
importancia a los mecanismos para detectar los bienes y productos contaminados,
facilitar el acceso a los registros financieros y permitir el intercambio de
información financiera entre los organismos de represión, reglamentación o
investigación. El Grupo Especial de Expertos Financieros subraya la cooperación
internacional mediante la utilización de tratados bilaterales, regionales y
multilaterales para permitir la detección, la incautación y el decomiso del
producto del tráfico de drogas y de otras infracciones penales. Según el
informe del Grupo Especial de Expertos Financieros sobre el período 1991-1992,
sus miembros han hecho progresos satisfactorios en la aplicación de esas
recomendaciones. No obstante, de los Estados que integran ese grupo, sólo diez
se han adherido a la Convención de 1988.

* En el Perú, una ley aprobada en 1992 define y castiga el delito del
blanqueo de dinero relacionado con el tráfico ilícito de drogas como delito con
circunstancias agravantes si la persona involucrada es miembro de la banca o del
sistema financiero y actúa con conocimiento del origen ilícito del dinero.

** El Perú ha firmado recientemente acuerdos con el fin de establecer un
intercambio de información sobre transacciones bancarias o financieras
sospechosas. El Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte ha concertado
27 acuerdos bilaterales que le permiten hacer efectivas las órdenes de
confiscación del exterior.
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109. Una iniciativa similar, destinada a aumentar la eficiencia de la acción
internacional contra el blanqueo de dinero por los Estados, fue la creación del
Grupo Especial de Expertos Financieros del Caribe para los gobiernos del Caribe
y los de los Estados vecinos de América Latina. En noviembre de 1992, esos
gobiernos aprobaron y acordaron aplicar las 40 recomendaciones formuladas por el
Grupo Especial de Expertos Financieros establecido en París en julio de 1989
y 19 recomendaciones aprobadas en una conferencia sobre blanqueo de dinero
celebrada en Aruba del 8 al 10 de junio de 1990. Se ha establecido una
secretaría del Grupo Especial de Expertos Financieros del Caribe para que evalúe
y preste asistencia en la aplicación de las recomendaciones en la región.

110. La aprobación por la Asamblea General de la OEA, en su octavo período de
sesiones, del Reglamento modelo sobre delitos de blanqueo de dinero relacionados
con el tráfico ilícito de drogas y delitos conexos, de 23 de mayo de 1992, es
otro ejemplo de medidas adoptadas en el nivel regional. La CICAD ha enviado a
los gobiernos interesados las recomendaciones contenidas en ese Reglamento
modelo y organiza seminarios de difusión para ayudar a los Estados de América
del Sur y Central a aplicar el Reglamento modelo. La aplicación plena de las
recomendaciones puede exigir tiempo, habida cuenta de las complejidades de los
sistemas reglamentarios y jurídicos de algunos de los Estados interesados.

111. En septiembre de 1990, el Comité de Ministros del Consejo de Europa aprobó
el Convenio sobre el blanqueo, la investigación, la incautación y el decomiso
del producto del delito y decidió abrirlo a la firma. Ese Convenio comprende
todos los tipos de delincuencia, incluidos los delitos de drogas. Veinte países
han firmado el Convenio pero, hasta la fecha, sólo se ha depositado un
instrumento de ratificación.

112. Se reconoce en general que las instituciones financieras son un elemento
indispensable para la detección de operaciones ilícitas y de transferencias de
capitales obtenidos de actividades relacionadas con las drogas. Las medidas
preventivas en esa esfera quedan ilustradas por la Directiva del Consejo de la
Comunidad Europea de 10 de junio de 1991 sobre la prevención del uso del sistema
financiero para el blanqueo de dinero. Todos los Estados miembros de la CE son
participantes activos y deben seguir la Directiva del Consejo.

113. La Declaración de Principios del Comité de Basilea sobre Reglamentación y
Supervisión Bancaria (Declaración de Principios de Basilea), aprobada en
diciembre de 1988 por representantes de diez países, ha influido también en las
prácticas bancarias. Para aumentar al máximo los efectos de la Declaración de
Principios de Basilea, la Comisión ha alentado su utilización en otros países.

114. En las reuniones regionales de HONLEA, los Estados han venido prestando
atención especial a la aplicación de los artículo s 3 y 5 de la Convención
de 1988 y han solicitado asistencia para poder aplicar esos artículos. En
respuesta a las solicitudes de cooperación de los Estados, el Programa de las
Naciones Unidas para la Fiscalización Internacional de Drogas, el CCA y la
OIPC/Interpol han establecido, dentro de sus respectivas estructuras,
dependencias para garantizar el flujo de información sobre todos los aspectos
del blanqueo de dinero, tanto en el plano nacional como en el internacional.
Además, el Programa, al organizar cursos de capacitación adecuados, ha ayudado
a varios Estados a establecer dependencias propias en esa materia.
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115. Hasta la fecha, sólo algunos Estados han establecido un fondo centralizado
para la utilización de los bienes y productos decomisados en actividades de
lucha contra el uso indebido y el tráfico ilícito de drogas. Ningún Estado ha
entregado directamente los bienes decomisados a las Naciones Unidas para
proyectos relacionados con las drogas*.

VIII. FORTALECIMIENTO DE LOS SISTEMAS JUDICIAL Y JURIDICO,
Y DE LOS ORGANISMOS DE REPRESION**

116. En el Programa Mundial de Acción se invita a los Estados a que examinen el
Tratado modelo de extradición y el Tratado Modelo de Asistencia Recíproca en
Asuntos Penales, que contienen disposiciones concretas relativas al tráfico
ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas. Por recomendación del
Octavo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento
del Delincuente, celebrado en La Habana del 27 de agosto al 7 de septiembre
de 1990, ambos Tratados modelo fueron aprobados posteriormente por la Asamblea
General en sus resoluciones 45/116 y 45/117, de 14 de diciembre de 1990. Varios
Estados han notificado que han utilizado los Tratados modelo en negociaciones de
tratados bilaterales. Además, el Tratado Modelo de Asistencia Recíproca en
Asuntos Penales fue utilizado por la CEDEAO como base para negociar su Convenio
de Asistencia Recíproca en Asuntos Penales, que fue aprobado por la reunión de
ministros de justicia de los países de la CEDEAO, celebrada en Banjul en mayo
de 1992, y por la reunión de jefes de Estado o de gobierno de los países de
la CEDEAO celebrada en Dakar en julio de 1992.

117. Con respecto a la ayuda recíproca que los Estados pueden brindarse en
virtud del artículo 7 de la Convención de 1988, la experiencia muestra que una
aplicación efectiva necesita no sólo una adecuada infraestructura legal e
institucional, sino además un espíritu positivo de cooperación entre los
responsables de formular y adoptar medidas sobre peticiones internacionales de
asistencia. Con tal propósito, se debería destacar la importancia de concertar
acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales.

118. En contra de lo previsto en el Programa Mundial de Acción, no se ha
preparado ningún acuerdo modelo sobre cooperación entre funcionarios aduaneros,
organismos de represión y otros órganos interesados en el ámbito de la lucha
contra el uso indebido y el tráfico ilícito de drogas. Ahora bien, la
Declaración de San Antonio, a la que se alude en el párrafo 46 supra , contiene
amplias propuestas de cooperación que se refieren en concreto al fortalecimiento
de la administración de justicia y de la cooperación judicial. Cabe mencionar

* En China, los bienes y productos decomisados provenientes de delitos
relacionados con la droga se entregan al tesoro nacional, y pueden transferirse
a los organismos de fiscalización de drogas de cada provincia para su uso en las
actividades de represión. En Luxemburgo, los productos decomisados pasan a
formar parte de un fondo destinado a fiscalizar el tráfico de drogas, y sólo
puede utilizarse con dicho propósito a escala nacional o internacional, incluso
con participación del Programa de las Naciones Unidas para la Fiscalización
Internacional de Drogas.

** Véanse las recomendaciones 52 a 56.
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también el acuerdo relativo a la remisión de actuaciones en asuntos penales
concertado en noviembre de 1990 entre los Estados miembros de la CE. Por lo que
se refiere a los acuerdos de cooperación entre funcionarios de aduanas, el CCA
ha seguido esforzándose por promover la ratificación del Convenio internacional
sobre asistencia administrativa mutua para la prevención, la investigación y la
represión de delitos aduaneros, aprobada en Nairobi el 9 de junio de 1977, que
prevé una mayor cooperación en la investigación de delitos relacionados con las
drogas.

119. En el Plan Mundial de Acción se exhorta a la comunidad internacional a que
intensifique la cooperación en apoyo de programas encaminados a fortalecer los
sistemas judicial y jurídico y los organismos de represión, prestando particular
atención a la capacitación del personal en todos los niveles. Algunos Estados
han prestado asistencia a otros Estados, a petición de éstos, para mejorar la
administración de justicia y la seguridad e integridad del poder judicial. Esa
asistencia ha consistido, entre otras cosas, en el suministro de material de
seguridad para los tribunales, la formación de jueces y fiscales y el
asesoramiento en métodos de prevención de la corrupción. Algunos Estados han
ayudado también a otros Estados a perfeccionar el sistema de justicia penal,
prestándoles para ello asistencia en la computadorización de los expedientes
judiciales oficiales, la recopilación y la edición de leyes y de fallos
judiciales importantes y la formación de personal judicial. Varios Estados han
promulgado legislación concebida para perfeccionar la administración de
justicia, en particular disposiciones para juzgar con rapidez a los acusados de
tráfico de drogas y para destruir los estupefacientes incautados. En el Séptimo
Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del
Delincuente, celebrado en Milán del 26 de agosto al 6 de septiembre de 1985, se
invitó a los gobiernos a que tuvieran en cuenta en su legislación y en
su práctica los Principios Básicos Relativos a la Independencia de la
Judicatura 10.

120. El Programa Mundial de Acción pide a los Estados que consideren la
conveniencia de introducir disposiciones que les permitirían beneficiarse de sus
diferentes sistemas de justicia penal para ocuparse de delitos similares
relacionados con las drogas. Si bien los países nórdicos (Dinamarca, Finlandia,
Islandia, Noruega y Suecia), así como Bélgica, Luxemburgo y los Países Bajos, se
han beneficiado positivamente de sus sistemas jurídicos en forma recíproca, no
se han alcanzado grandes progresos en esta esfera, lo que se debe en parte a
consideraciones de soberaní a y a las importantes diferencias entre el derecho
penal y los sistemas judiciales de muchos Estados. El Parlamento Andino ha
decidido hace poco estudiar la idea de crear un espacio judicial común con el
fin de uniformar normas y procedimientos para la investigación y el
enjuiciamiento de delitos graves relacionados con el tráfico de drogas y
garantizar que se procese a los traficantes sean cuales fueren los países en los
que se hubiesen cometido dichos delitos.

121. El Programa Mundial de Acción subraya la necesidad de estudiar y difundir
medidas que protejan al poder judicial de todo tipo de riesgos e intimidaciones
que amenacen su independencia e integridad. Aunque se puede observar, en
general, que cada vez más hay mayor conciencia del problema, es un hecho que en
muchos países la corrupción y las amenazas a la seguridad y la integridad del
poder judicial siguen constituyendo un importante obstáculo en los esfuerzos por
combatir el tráfico ilícito de drogas.
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IX. MEDIDAS QUE HAN DE ADOPTARSE CONTRA LA DESVIACION DE
ARMAS Y EXPLOSIVOS Y CONTRA EL TRAFICO ILICITO
POR BUQUES, AERONAVES Y VEHICULOS*

122. El Programa Mundial de Acción invita a los Estados a que refuercen las
medidas de vigilancia para impedir que se desvíen estupefacientes y sustancias
sicotrópicas hacia mercados ilícitos mientras se transportan lícitament e y a que
adopten medidas rigurosas para impedir el uso de aeronaves, buques y vehículos
particulares en el tráfico ilícito de drogas y otras actividades conexas.
También prevé la posibilidad de adoptar medidas para hacer frente a determinados
aspectos de los problemas que se derivan del uso de armas y explosivos por los
grupos de traficantes de drogas y la creciente intervención de mercenarios y de
organizaciones subversivas y terroristas en el tráfico ilícito de drogas.

123. En lo que respecta a las medidas para impedir el uso ilegal de los medios
de transporte explotados por los transportistas comerciales para el tráfico
ilícito de drogas, el Consejo de Cooperación Aduanera (CCA), de conformidad con
el artículo 15 de la Convención de 1988, ha difundido la utilización, entre las
autoridades aduaneras y la comunidad internacional de comerciantes y
transportistas, de memorandos de entendimiento que establezcan objetivos y
enfoques conjuntos, y de orientaciones que especifiquen las modalidades de
operación. En marzo de 1993, el CCA había concertado memorandos de
entendimiento y directrices con nueve organizaciones internacionales de comercio
y transporte que condujeron, en consecuencia, a la creación de la Alianza de
Aduanas y Comercio para la Prohibición de Narcóticos, bajo la tutela del CCA.
Tales organizaciones están alentando a su personal para que tomen conciencia del
tráfico de drogas y de los métodos de ocultación. Además, están formulando
acuerdos con los organismos estatales de represión para el rápido despacho de
pasajeros y mercaderías en los puntos de entrada y salida**.

124. Para ampliar más la cooperación entre los transportistas comerciales y las
autoridades aduaneras, el CCA, en junio de 1992, aprobó la Declaración sobre el
ulterior desarrollo nacional de memorandos de entendimiento entre las aduanas y
la comunidad comercial a fin de cooperar para prevenir el contrabando de drogas.
Sin embargo, hasta junio de 1993, sólo 14 de los 126 servicios aduaneros
miembros del CCA participaban activamente en los programas para proporcionar la
concertación de memorandos de entendimiento entre los servicios aduaneros y los
transportistas comerciales a nivel nacional, siguiendo los lineamientos de los
concertados por el CCA con las organizaciones de comercio internacional.

125. Los Estados han tomado varias iniciativas regionales para combatir el
tráfico ilícito de drogas por buques, particularmente en alta mar, de
conformidad con el artículo 17 de la Convención de 1988. A este respecto, la
17ª reunión de HONLEA, (Asia y el Pacífico), celebrada en Bangkok en noviembre
de 1992, la segunda reunión de HONLEA (Europa), celebrada en Viena en febrero
de 1993 y la sexta reunión de HONLEA (Africa), celebrada en Abidján en mayo

* Véanse las recomendaciones 57 a 62.

** En China se utiliza un sistema de inspección en las estaciones
ferroviarias, muelles y aeropuertos de todo el país que incluye inspecciones al
azar en aeronaves, buques, trenes y vehículos.
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de 1993 aprobaron medidas específicas para consolidar la cooperación regional
contra el tráfico ilícito de drogas por buques, particularmente en alta mar.
Más concretamente, el Grupo Pompidou del Consejo de Europa ha creado un grupo de
trabajo encargado de elaborar un acuerdo regional con el fin de aplicar el
artículo 17 de la Convención de 1988. Para consolidar la cooperación
internacional en la aplicación del artículo 17 de la Convención de 1988,
la Comisión de Estupefacientes en su 36º período de sesiones, en su
resolución 3(XXXVI), de 7 de abril de 1993, pidió al Director Ejecutivo del
Programa de las Naciones Unidas para la Fiscalización Internacional de Drogas
que convocara un grupo de expertos, en 1993, para que examinaran el mandato, las
actividades y la financiación posibles de un grupo de trabajo sobre cooperación
marítima para promocionar la aplicación universal del artículo 17. Se informó
en la quinta reunión de HONLEA (América Latina y el Caribe), que las
disposiciones del artículo 17 se estaban aplicando en su totalidad en la
Argentina, Chile, el Ecuador, los Estados Unidos de América, Francia, Honduras,
Italia y el Reino Unido*. No obstante, varios países no tipifican en su
legislación el tráfico ilícito por mar como delito.

126. En cuanto a las medidas para impedir que se utilicen buques, aeronaves y
otros vehículos para el tráfico ilícito de drogas, varios grupos de Estados han
implantado sistemas de vigilancia con resultados positivos, en particular para
la vigilancia de botes pequeños o embarcaciones de recreo en el Caribe, en el
Pacífico Sur y el litoral del Mediterráneo y de Europa occidental, así como
varios planes encaminados a vigilar los movimientos sospechosos de avionetas.
En la región de Europa, las administraciones aduaneras y autoridades competentes
similares están trabajando juntas, bilateral o multilateralmente, bajo la tutela
del CCA, para ocuparse del tráfico ilícito realizado por aeronaves y pequeñas
embarcaciones privadas. A ese respecto, han comenzado a utilizar el esquema
tipo del CCA para identificar a pequeñas naves y aeronaves privadas sospechosas.
Las embarcaciones de recreo utilizadas para el tráfico ilícito de cocaína sigue
siendo la principal preocupación en la región del Caribe. Los Estados de esa
región siguen tropezando con dificultades en la lucha para combatir el tráfico
ilícito mediante el aprovisionamiento aéreo combinado con el uso de naves
rápidas para el transporte de cocaína, principalmente hacia los Estados Unidos.

127. Varios Estados presentes en la cuarta y quinta reuniones de HONLEA (América
Latina y el Caribe), han informado sobre los excelentes resultados obtenidos en
la lucha contra el tráfico ilícito por medio de aeronaves privadas, que hicieron
que se llegara a niveles de decomiso de cocaína nunca alcanzados, así como a la
detención de los piloto s y a la incautación de la aeronave. Además, se informó
de que la aplicación efectiva de la estrategia de prohibición del espacio aéreo
nacional de los Estados Unidos había ampliado considerablemente las
posibilidades de prohibición en toda la frontera meridional de los Estados
Unidos, forzando a los traficantes de drogas a abandonar los vuelos con
aeronaves ligeras, que es la manera preferida de transportar las drogas ilícitas
hacia los Estados Unidos. En varios países se han tomado otras medidas conexas
para detectar y destruir las pistas de aterrizaje clandestinas utilizadas por
los traficantes de drogas. También se ha establecido una vigilancia rigurosa en

* Para facilitar la lucha contra el tráfico ilícito en alta mar, el Reino
Unido ha creado nuevos procedimientos para poder responder más rápidamente a las
peticiones de abordar buques del Reino Unido en alta mar.
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algunos países de la región en lo que respecta a la venta, el transporte, el
depósito, la distribución y la utilización de combustible para aeronaves.

128. En la región europea se han tomado varias iniciativas para impedir la
utilización del transporte internacional por carretera para el tráfico ilícito
de heroína desde los países de procedencia, por la ruta de los Balcanes y las
nuevas rutas de tráfico de Europa oriental, hacia Europa occidental. Tales
medidas incluyen la creación de una base de datos común relacionada con dicho
tráfico con miras a intercambiar y compartir información*.

129. Los vínculos en aumento entre el tráfico ilícito transnacional de drogas y
la desviación de armas y explosivos se han transformado en una grave
preocupación para un número creciente de Estados. En la mayoría de los países y
de las subregiones que se ven aquejados por insurrecciones, actividades
terroristas o guerras civiles, las facciones rivales tratan de financiar sus
operaciones con el producto derivado de las actividades del tráfico de drogas.
Algunas de esas actividades ocurren en pleno centro de grandes zonas de
producción de drogas ilícitas, donde se intercambian armas y explosivos
transportados ilegalmente por drogas ilícitas.

130. Muchos de los Estados más gravemente afectados por estos problemas están
tomando medidas contra las actividades ilícitas** y, con tal fin reciben una
ayuda bilateral importante que va desde el suministro de material hasta el
adiestramiento en tácticas antiterroristas avanzadas y proyectos para consolidar
instituciones básicas como el poder judicial. Los servicios de captación de
información confidencial de los órganos de represión regionales vigilan los
movimientos de los buques, las aeronaves y otros medios de transporte que
despierten sospechas. Se tropieza con especiales dificultades cuando la
autoridad del gobierno sobre todo el territorio de un Estado o sobre parte de él
es inexistente o limitada. En esas zonas geográficas donde no llega la
autoridad no es posible aplicar eficazmente las medidas contra el tráfico de
drogas y armas ilícitas, y no puede desarrollarse la cooperación bilateral o
internacional. En algunos casos, las medidas de intervención rigurosa, incluso
de ser factibles, quedan subordinadas a consideraciones comerciales y de otra
índole.

131. Con miras a ayudar a los servicios de policía nacional en el rastreo de la
circulación de las armas desde el lugar de fabricación hasta su venta y

* En el Reino Unido se han perfeccionado técnicas avanzadas para
individualizar y detectar vehículos sospechosos.

** En México, la amplia aplicación de la ley federal sobre armas y
explosivos a diferentes etapas de la fiscalización del tráfico de drogas ha
hecho posible tanto el decomiso de armas y explosivos avanzados como del
cargamento de drogas ilícitas, normalmente en el camino desde las fronteras
nacionales del norte hacia las principales zonas productoras de narcóticos del
país. En el Perú, la fabricación, el comercio, la posesión y la utilización por
particulares de armas y municiones no destinadas a operaciones militares están
reglamentados por ley. El incumplimiento de las disposiciones de la ley tiene
como resultado la confiscación de las armas referidas, sin perjuicio de que se
emprendan acciones penales.
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transferencia subsiguientes, la OIPC/Interpol, como resultado de las reuniones
celebradas en Colombia y Francia en 1992, ha recomendado a sus países miembros
que fiscalicen más estrechamente la fabricación y venta de armas, municiones y
explosivos autorizados, para que pueda verificarse más fácilmente el destino de
dichos artículos. En marzo de 1993, la Comisión Interamericana para el Control
del Abuso de Drogas (CICAD) aprobó por unanimidad esa recomendación. La
Comisión de Estupefacientes, en su 36º período de sesiones, aprobó una
recomendación de carácter similar, en su resolución 9(XXXVI), de 7 de abril
de 1993.

X. DECENIO DE LAS NACIONES UNIDAS CONTRA EL USO INDEBIDO DE
DROGAS, COMPRENDIDO ENTRE LOS AÑOS 1991 Y 2000*

132. La gran prioridad asignada por los Estados Miembros a la rápida aplicación
del Programa Mundial de Acción quedó puesta de relieve en la Declaración
Política que acompaña al Programa Mundial de Acción en el anexo de la resolución
S-17/2 de la Asamblea General. Para poder expresar ese sentido de urgencia en
un calendario de actividades, la Asamblea, en la Declaración Política, proclamó
el período comprendido entre los años 1991 y 2000 Decenio de las Naciones Unidas
contra el Uso Indebido de Drogas, que se dedicará a poner en práctica medidas
eficaces y sostenidas, a escala nacional, regional e internacional, encaminadas
a promover la ejecución del Programa Mundial de Acción.

133. En el contexto de la observancia del Decenio se ha elaborado una serie de
programas y actividades emprendidos por los Estados desde 1991 con miras a
ejecutar el Programa Mundial de Acción.

134. En la sección I de su resolución 47/102, de 16 de diciembre de 1992, la
Asamblea General tomó nota con reconocimiento de las actividades del Programa de
las Naciones Unidas para la Fiscalización Internacional de Drogas para promover
y vigilar el Decenio de las Naciones Unidas contra el Uso Indebido de Drogas
bajo el lema "Una respuesta mundial a un problema mundial", con inclusión del
atinado lanzamiento por el Programa de la iniciativa del envío de embajadores de
buena voluntad, e invitó a los gobiernos a que cooperaran con el Programa en la
promoción de esa iniciativa. Las actividades del Programa en el marco del
Decenio han abarcado, entre otras cosas, la organización de actos concretos y la
convocatoria de cursos prácticos especializados y reuniones de expertos, como la
Reunión oficiosa de un grupo de expertos sobre el mecanismo de la necesidad de
droga que experimenta el drogadicto, celebrada en Viena del 28 al 30 de enero
de 1992; el Seminario sobre los efectos socioeconómicos y políticos de la
producción, el comercio y el uso de estupefacientes ilícitos, celebrado en Viena
del 26 al 28 de agosto de 1992, y la Reunión de un grupo de expertos sobre
evaluación del uso indebido de drogas y estrategias para la prevención y
reducción del uso indebido de drogas, celebrada en Viena del 16 al 18 de
noviembre de 1992.

135. El Director Ejecutivo del Programa de las Naciones Unidas para la
Fiscalización Internacional de Drogas, en una comunicación enviada en febrero
de 1992 a todos los gobiernos, solicitó información sobre sus planes de

* Véanse las recomendaciones 63 a 67.
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observación del Decenio y sugirió que se creasen centros de coordinación
nacionales para iniciar y coordinar actividades, resultados y novedades sobre el
particular. De las 46 respuestas recibidas hasta la fecha, 32 contienen
información relacionada directamente con centros de coordinación o comités de
coordinación nacionales. Una recomendación de que los gobiernos establezcan
centros o mecanismos nacionales de coordinación del Decenio recibió el apoyo de
la Comisión en su 35º período de sesiones y de la Asamblea General en su
resolución 47/102, sección I.

136. Entre las actividades notificadas por los gobiernos al Programa de las
Naciones Unidas para la Fiscalización Internacional de Drogas figuran la
intensificación generalizada de las medidas en el plano nacional y mediante
acuerdos de cooperación, la publicación de declaraciones ministeriales y el
patrocinio de actos especiales en relación con la observancia anual del Día
Internacional de la lucha contra el uso indebido y el tráfico ilícito de drogas,
así como la movilización de las fuerzas comunitarias básicas, con inclusión de
elementos del sector privado.

XI. RECURSOS Y ESTRUCTURA*

137. Al aprobar el Programa Mundial de Acción, la Asamblea General decidió que,
dentro del sistema de las Naciones Unidas, se asignara mayor prioridad, a la
asignación de los recursos financieros, de personal y de otra índole necesarios
para las actividades de fiscalización de drogas. Por lo que se refiere a las
Naciones Unidas propiamente dichas, la Asamblea reconoció la necesidad de contar
con recursos adicionales, confiando en que ello se reflejaría en la alta
prioridad asignada a las actividades de fiscalización de drogas en el plan de
mediano plazo para el período 1992-1997 y en los correspondientes presupuestos
bienales. La Asamblea reconoció también que para poder aplicar de manera
efectiva el Programa Mundial de Acción sería necesario examinar la estructura de
las dependencias encargadas de la fiscalización de drogas con sede en Viena con
miras a aumentar su eficacia e importancia dentro del sistema.

138. En su resolución 45/179, de 21 de diciembre de 1990, la Asamblea General
pidió al Secretario General que estableciera un programa único de lucha contra
las drogas, que se denominaría Programa de las Naciones Unidas para la
Fiscalización Internacional de Drogas, y que integrara por completo en él las
estructuras y funciones de la División de Estupefacientes de la Secretaría, la
secretaría de la JIFE y el Fondo de las Naciones Unidas para la Fiscalización
del Uso Indebido de Drogas, con el objetivo de aumentar la eficacia y la
eficiencia del dispositivo de las Naciones Unidas de fiscalización del uso
indebido de drogas. En la misma resolución, la Asamblea invitó al Secretario
General a que nombrara a un funcionario de nivel superior con categoría de
Secretario General Adjunto que se encargara del proceso de integración
y dirigiera el nuevo Programa con la responsabilidad exclusiva de coordinar
y dirigir de modo eficaz todas las actividades de fiscalización de drogas de las
Naciones Unidas, a fin de asegurar la coherencia de las iniciativas del
Programa, así como la coordinación, complementariedad y no duplicación de esas
actividades en todo el sistema de las Naciones Unidas. Además, la Asamblea

* Véanse las recomendaciones 68 a 73.
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General invitó al Secretario General a que asegurara que se asignaran al
Programa suficientes recursos financieros y de otra índole para que pudiera
desempeñar de modo eficaz sus funciones.

139. El Secretario General informó a la Asamblea en su cuadragésimo sexto
período de sesiones sobre las disposiciones administrativas y financieras que se
proponía aplicar al Programa de las Naciones Unidas para la Fiscalización
Internacional de Drogas (véase A/C.5/46/23). Tras examinar esas disposiciones,
junto con las observaciones conexas de la Comisión Consultiva en Asuntos
Administrativos y de Presupuesto al respecto, la Asamblea General aprobó la
resolución 46/185 C, de 20 de diciembre de 1991, parte XVI, relativa a los
arreglos administrativos y financieros para el Programa. En esa resolución, la
Asamblea procedió respecto de los arreglos financieros propuestos, de la
siguiente manera: a) decidió establecer, a partir del 1º de enero de 1992, bajo
la responsabilidad directa del Director Ejecutivo, el Fondo del Programa de las
Naciones Unidas para la Fiscalización Internacional de Drogas como fondo para
financiar las actividades operacionales del Programa; b) autorizó a la Comisión
de Estupefacientes, como principal órgano normativo de las Naciones Unidas sobre
cuestiones de fiscalización de drogas, a que aprobara, sobre la base de las
propuestas del Director Ejecutivo, el presupuesto del programa del Fondo y el
presupuesto de gastos administrativos y de apoyo a los programas, con la
exclusión de los gastos imputados al presupuesto ordinario de las Naciones
Unidas; c) pidió a la Comisión Consultiva en Asuntos Administrativos y de
Presupuesto que presentara a la Comisión sus observaciones y recomendaciones
sobre el presupuesto de gastos administrativos y de apoyo a los programas del
Programa de las Naciones Unidas para la Fiscalización Internacional de Drogas;
d) tomó nota de la intención del Secretario General de promulgar una
reglamentación financiera distinta para el Fondo del Programa, de conformidad
con el Reglamento Financiero de las Naciones Unidas, y e) decidió que el
Director Ejecutivo llevara las cuentas del Fondo y tuviera la responsabilidad de
presentar esas cuentas y los estados financieros conexos a la Junta de Auditores
y de presentar informes financieros a la Comisió n y a la Asamblea General. La
Asamblea decidió, en la misma resolución, examinar en una etapa posterior de su
cuadragésimo sexto período de sesiones los arreglos propuestos relacionados con
el personal de Programa financiados con cargo al presupuesto ordinario de las
Naciones Unidas. Posteriormente, la Secretaría informó a la Asamblea, en su
cuadragésimo séptimo período de sesiones (véase A/C.5/47/44), que la estructura
del Programa no podía separarse de las disposiciones financieras y de personal
para el Programa y que éstas se encontraban todavía en etapa de examen. Al
mismo tiempo, la Secretaría observó que el ejercicio de reestructuración en
curso también podría tener consecuencias para la estructura de la Oficina de las
Naciones Unidas en Viena. Por esas razones, la Secretaría indicó que se
proponía presentar el informe solicitado a la Asamblea en su cuadragésimo octavo
período de sesiones. En consecuencia, el informe del Secretario General sobre
los arreglos administrativos y financieros para el Programa de las Naciones
Unidas para la Fiscalización Internacional de Drogas se presentará en el
cuadragésimo octavo período de sesiones en el documento A/C.5/48...

140. Los recursos de que dispone el Programa de las Naciones Unidas para la
Fiscalización Internacional de Drogas tiene su origen en dos fuentes distintas:
el presupuesto ordinario de las Naciones Unidas, que para el bienio 1992-1993
representa el 7% (13,8 millones de dólares de los EE.UU.) de los recursos
totales, y las contribuciones voluntarias extrapresupuestarias que representan
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el 93% (186,6 millones de dólares de los EE.UU.) del total. Cabe observar que,
habida cuenta de que el "crecimiento cero" que caracteriza al presupuesto
ordinario de las Naciones Unidas se ha aplicado también al Programa, los
recursos de que éste dispone en el presupuesto por programas para el bienio
1992-1993 no aumentaron. Por lo que se refiere a los recursos
extrapresupuestarios, las recaudaciones de efectivo del Programa han aumentado
de 64,5 millones de dólares de los EE.UU. en 1990 a 69,1 millones de dólares de
los EE.UU. en 1991 y 72,7 millones de dólares de los EE.UU. en 1992. Como el
Programa arrastraba recursos de años anteriores, ha podido aumentar el
presupuesto del Fondo del Programa de 73 millones de dólares de los EE.UU. en
1990 a 87,8 millones de dólares de los EE.UU. en 1992. Al mismo tiempo, la
ejecución de programas ha aumentado del 61,6% en 1990 al 77,9% en 1991 y al
81,1% en 1992. Un grupo muy reducido de donantes contribuyen con más del 80% de
los recursos aportados al Fondo. En 1991, 51 países y la CE realizaron
aportaciones al Fondo; no obstante, de esos donantes, 14 han contribuido con más
de 500.000 dólares de los EE.UU. al año, tres han contribuido con más de
5 millones de dólares de los EE.UU. al año y únicamente uno ha contribuido con
más de 15 millones de dólares de los EE.UU. al año.

141. En su resolución 47/100, de 16 de diciembre de 1992, relativa a la
aplicación del Programa Mundial de Acción y del Plan de Acción para todo el
sistema de las Naciones Unidas sobre fiscalización del uso indebido de drogas,
la Asamblea General expresó su preocupación por los limitados progresos que han
conseguido los organismos del sistema de las Naciones Unidas en cuanto a
incorporar en sus programas y actividades medidas para hacer frente a los
problemas relacionados con la droga del modo previsto en el Plan de Acción para
todo el sistema. Por consiguiente, la Asamblea exhortó a los órganos rectores
de todos los organismos del sistema de las Naciones Unidas que participan en el
Plan de Acción para todo el sistema a que facilitaran su aplicación designando
un tema del Programa en relación con el cual pudiera estudiarse el Plan de
Acción en su próxima reunión ordinaria.
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Notas

1 Véase Informe de la Conferencia Internacional sobre el Uso Indebido y
el Tráfico Ilícito de Drogas, Viena, 17 a 26 de junio de 1987 (publicación de
las Naciones Unidas, número de venta: S.87.I.18), cap. I, secc. A.

2 E/CONF.82/15 y Corr.2.

3 Naciones Unidas, Treaty Series , vol. 1019, No. 14956.

4 Ibíd., vol. 520, No. 7515.

5 Informe de la Junta Internacional de Fiscalización de Estupefacientes
correspondiente a 1992 (publicación de las Naciones Unidas, número de venta:
S.93.XI.1), párrs. 36 y 37.

6 Ibíd., párr. 67.

7 Demanda y oferta de opiáceos para las necesidades médicas y
científicas: Informe de la Junta Internacional de Fiscalización de
Estupefacientes correspondiente a 1989 (publicación de las Naciones Unidas,
número de venta: S.89.XI.5).

8 Informe de la Junta Internacional de Fiscalización de Estupefacientes
correspondiente a 1992 (publicación de las Naciones Unidas, número de venta:
S.93.XI.1), párr. 77.

9 Naciones Unidas, Treaty Series , vol. 976, No. 14152.

10 Publicación de las Naciones Unidas, número de venta: S.86.IV.1,
cap. I, secc. D.2.
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